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ILJEY 6]. Il))JE ].��� 
(agosto 12) 

"Por la cual se reviste al Presidente de la· República de facultades extraordinarias para diasr no b . . . rmas so re armas, 
mumaones y explosivos, y para reglamentar la vigilancia y seguridad privadas". 

El Congreso de Colombia, 

DECRETA: 
ARTICULO lo. De confonnidad con el ordinal lOdel artículo 150 de la Constitu­ 

ción Política, reví stese al Presidente de la República de facultades extraordinarias por el 
ténnino de seis (6) meses. contados a partir de la vigencia de la presente ley, para los 
siguientes efectos: 

· a) Dictar normas sobre definición, clasificación y uso de armas y municiones; 
b) Establecer el régimen de propiedad, porte, tenencia de las armas, y la devolu­ 

ción voluntaria de las mismas al Estado; . 
e) Regular la importación, exportación y comercialización de annas, municiones, 

explosivos y maquinarias para su fabricación; 
d) Señalar las normas sobre clasificación, expedición y revalidación de salvocon­ 

duetos, para porte y tenencia de armas de fuego; 
e) Reglamentar lo relativo al funcionamiento y control de asociaciones de colee· 

cionistas de armas, clubes de tiro y caza, industrias y talleres de armería; 
f) Regular la propiedad y tenencia de armas de fuego de las compañías de vigilan· 

cia y los departamentos de seguridad de las personas jurídicas; 
g) Establecer el régimen de contravenciones y medidas correctivas para la pose· 

sión y porte irregular de armas de fuego, municiones, explosivos, materias primas, 
maquinaria y artefactos para su fabricación; 

h) Incautación, multa convertible en decomiso y decomiso de armas, municiones y 
explosivos, material decomisado; 

'i) ·Venta y asignación de armas decomisadas y material en desuso; 
j) Expedir el estatuto de vigilancia y seguridad privada, concretamente sobre los 

siguientes aspectos: principios generales, constitución, licencias de funcionamiento y 
renovación de empresas de vigilancia privada y departamentos de seguridad, régimen 
laboral; régimen del servicio de vigilancia y seguridad privada y control de las empresas; 
seguros, garantías del servicio de la vigilancia privada; reglamentación sobre adquisi­ 
ción y empleo de armamento; reglamento de uniformes: regulación sobre equipos 
electrónicos para vigilancia y seguridad privada y equipos de comunicaciones y trans­ 
porte; mecanismos de inspección y control a la industria de la vigilancia privada; 
protección, seguridad y vigilancia no armada, asesorías, consultorías en seguridad 

privada e investigación privada; colaboración de la vigilancia y seguridad privada con 
las autori�ades; régilffl:n de sanciones, regulación de establecimientos de capacitación y 
entrenarruento en técnicas de seguridad de vigilancia privada. 

ARTICULO 2o. Desígnase una comisión de 6 parlamentarios, 3 del Senado y 3 de 
la Cámara de R�presentantes, incluidos los ponentes o coordinador ponente, para que 
durante el ténnmo otorgado en el artículo 1• asesore y contribuya con el Gobierno 
Nacional en los fines y proi,ósitos de la presente ley. 

Los Senadores y Representantes de esta Comisión deben pertenecer a las Comisío­ 
nes Segundas. 

ARTICULO 3o. Esta ley rige a partir de la fecha de su sanción. 
El Presidente del honorable Senado de la República, 

TITO EDMUNDO RUEDA GUARJN. 

El Secretario del honorable Senado de la República, 
PEDRO PUMAREJO VEGA. 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 
CESAR PEREZ GARCIA. 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 
DIEGO VIVAS TAFUR. 

República de Colombia, Gobierno Nacional. 
Publíquese y ejecútese. 
Dada en Santafé de Bogotá, D.C., a los 12 de agosto de 1993. 

CESAR GA V/RIA TRURLLO. 
El Ministro de Defensa Nacional, 

Rafael Pardo Rueda. 

ILJEY �2 JI))JE isss 
(agosto 12) 

"Por la cual se expiden normas sobre la Po/ida Nacional, se crea un establecimiento público de seguridad social y 
bienestar para la Policía Nacional, se crea la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada y se reviste de 

facultades extraordinarias al Presidente de la República". 

El Congreso de la República de Colombia, 

DECRETA: 

TITULO I 

PRINCIPIOS GENERALES 
ARTICULO lo. Finalidad. La Policía Nacional, como parte integrante de las 

autoridades de la República y como cuerpo annado permanente de naturaleza civil, a 
cargo de la Nación, está instituida para proteger a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades y para 
asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. Así 
mismo, para el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los 

· derechos y libertades públicas y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan 
en paz. 

La actividad de la Policía está destinada a proteger los derechos fundamentales tal 
como está contenido en la Constitución Política y en pactos;tratados y convenciones 
internacionales de derechos humanos, suscritos y ratificados por Colombia. La actividad 
policial está regida por la Constitución Política, la ley y los derechos humanos. 

ARTICULO 2o. Principios. El servicio público de Policía se presta con fundamen­ 
to en los principios de igualdad, imparcialidad, control ciudadano y publicidad mediante 
la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. Por tanto, el 
interés por mantener la armonía social, la convivencia ciudadana, el respeto recíproco 
entre las personas y de éstas hacia el Estado, da a la actividad policial un carácter 
eminentemente comunitario, preventivo, educativo, ecológico, solidario y de apoyo 
iudicial. 

ARTICULO 3o. Límites de la actividad policial. Ninguna actividad de policía 
puede contrariar a quien ejerza su derecho sino a quien abuse de él. 

ARTICULO 4o. Inmediatez. Toda persona tiene derecho a recibir inmediata 
protección contra cualquier manifestación delictiva o contravencíonal y el deber de 
cooperar con las autoridades. 

TJ.TULO II 

NATURALEZA Y SUBORDINACION DE LA POLICIA NACIONAL 

CAPITULO I 

Naturaleza 
ARTICULO So. Definici6n. La Policía Nacional es un'cuerpo armado, instituido 

para prestar un servicio público de carácter permanente, de naturaleza civil y a cargo de 
la Nación. Su fin primordial es el mantenimiento de las condiciones necesarias para el 
ejercicio de los derechos y libenades públicas para asegurar la paz ciudadana. 

ARTICULO 6o. Personal policial. La Policía Nacional está integrada por oficia· 
les, suboficiales, agentes, alumnos y por quienes presten el servicio militar obligatorio 
en la Institución, as! como por los servidores públicos no uniformados pertenecientes a 
ella, unos y otros sujetos a normas propias de carrera y dísciplina en la forma que en todo 
tiempo establezca la ley. 
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honorable Congreso de la Reptíblica, en el parágrafo del articulo 33 del proyecto 
mantuvo la vigencia del régimen especial de asociación consagrado por la Ley 37 de 
1993 para el sector de telecomunicaciones. 

Oc otra parte, los demás contratos que se celebran en relación con minas e 
hidrocarburos actualmente se someten también a reglas especiales en razón de las 
características peculiares que revisten este tipo de actividades, las cuales no es conve­ 
niente modificar por este estatuto. 

Así por ejemplo, la estrucmra del proceso de selección previsto por el artículo 30 de 
la Ley no se ajusta a las condiciones de la explotación de minas e hidrocarburos, en las 
cuales los contratos se celebran normalmente con quien ha descubierto un yacimiento. 
Igualmente en otros eventos (como por ejemplo, concesión de gasoductos) las normas 
prevén un proceso de selección que comienza por iniciativa de un particular y que por 
ello tiene una estructura diferente de la prevista por el Proyecto de Ley. 

En relación con este tema es pertinente señalar que el Código de Minas consagra en 
favor de quien es titular de una I icencia de explotación ( en pequeña minería) o del titular 
de una licencia de exploración el derecho a suscribir el respectivo contrato de concesión, 
cuando haya cumplido con sus oblígac iones. Este derecho busca permitir que pueda 
continuar explotando un yacimiemo quien ha hecho la exploración o la explotación (en la 
pequeña minería) en condiciones adecuadas. Dicha preferencia no podría operar en el 
nuevo estatuto de contratación. 

Finalmente, de acuerdo con el Código de Minas, la reversión opera exclusivamente 
en la gran minerfa y sólo en casos excepcionales puede aplicarse en los casos de mediana 
minería. Esta norma establece así un régimen especial para la pequeña y mediana 
minería, el cual tiene como objetivo estimular a quienes llevan a cabo dichas explotacio­ 
nes para que realicen todas las inversiones necesarias para desarrollar su actividad en 
condiciones adecuadas para proteger el medio ambiente. · 

En la medida en que las normas sobre hidrocarburos y minería han demostrado sus 
bondades el Gobierno considera inconveniente modificarlas. 

3. Parégraro 3 del artículo 41 

El parágrafo 3 del artículo 41 establece que ''perfeccionado el contrato, se solicita­ 
ra su publicación en el Diario Oficial por cuenta del contratista, requisito que se entiende 
cumplido con el pago de los derechos correspondientes." 

A juicio del Gobierno esta norma es inconveniente por cuanto obliga a publicar en 
el Diario Oficial todos 1os contratos estatales sin consideración de la entidad.que los haya 
celebrado y de la cuantía de los mismos. 

De este modo, un contrato de prestación de servicios o de obra celebrado en un 
pequeño municipio en un lugar apartado debe publicarse en el Diario" Oficial. 

Esta norma es inconveniente, al establecer un requisito que no tiene utilidad, pues 
en la práctica no permite que los ciudadanos de las más apartadas regiones conozcan el 
texto de los contratos. En efecto, el gran ntímero de documentos que se deberían publicar 
en el Diario Oficial y la escasa circulación del mismo en lugares apartados del territorio 
nacional, terminarí3: a la postre afectando la publicidad que se quiere establecer, pues a 
los ciudadanos les quedaría difícil verificar oportunamente el contenido de los contratos 
relativos a su entidad territorial. . 

Si lo que se busca es asegurar la publicidad de los contratos para que los ciudadanos 
puedan ejercer un control sobre los mismos, sería más conveniente establecer que los 
contratos de cierta cuantía se publiquen en el medio de divulgación oficial de la 
respectiva entidad territorial o, a falta de dicho medio, por algún mecanismo que permita 
a los habitantes de la entidad territorial conocer su contenido. 

4. Artículo 41. Parágrafo 2 

territoriales ­que podlfan ver comprometidos sus recursos futuros en condiciones financieras 
muy gravosas o globalmente en exceso de límites razonables­ como para la Nación 
que vería comprometido su buen nombre en los mercados financieros internacionales. 
De igual manera, la falta de control afectar gravemente el manejo de las variables 
macroeconómicas monetarias, cambiarlas y de balanza de pagos. 

Además, el descubrimiento de los nuevos pozos petroleros hace necesario contar 
con instrumentos que permitan ejercer un control sobre el endeudamiento, para evitar los 
efectos multiplicadores que puede tener el crédito como elemento perturbador en el 
manejo fiscal, · 

En relación con la autorizacil'in de las autoridades nacionales conviene observar que 
es necesario establecer los procedimientos y los requisitos que deben cumplirse para 
efectos de que el Ministerio de Hacienda otorgue su concepto favorable. En efecto, en 
caso contrario no existirán unas reglas de juego claras para las entidades. Desde este 
punto de vista debería preverse la intervención del Conpes y del Departamento Nacional 
de Planeación, según el caso, para asegurarse que se acuda al crédito en concordancia 
con los planes de desarrollo y para proyectos con clara justificación económica y social. 

A este respecto es pertinente señalar que exigir que todo contrato de empréstito 
externo de la Nación y· de sus entidades descentralizadas requiera concepto de la 
Comisión Interparlamentaria de Crédito Público daría.lugar a un exceso de trabajo para 
dicha Comisión, que por lo demás no se reüne durante todo el año. 

Conviene observar que en materia de empréstito el Proyecto de Ley no prevé la 
posibilidad de someter los contratos que se celebren y deban ejecutarse en el exterior a la 
jurisdicción extranjera. A este respecto conviene recordar que el artículo 239 del Decreto 
222 de 1983 establece que la ejecución de los contratos de empréstito que deba 
verificarse en el exterior, podrá someterse, en cuanto a ley y jurisdicción, a lo que en 
ellos se pacte. La ausencia de una regla análoga a la contenida en el Decreto 222 de 1983 
es particularmente grave, pues normalmente los contratos de empréstito se sujetan a la 
ley y a la jurisdicción de los grandes centros financieros internacionales. La imposibili­ 
dad de pactar que dichos contratos se sujetan a esta jurisdicción puede generar graves 
traumatismos al momento de negociar un empréstito internacional. 

Finalmente, las normas que regulan el empréstito no contemplan expresamente, 
como lo hacían los artículos 227 y 233 del Decreto 222 de 1983, si en los contratos puede 
o no incluirse el compromiso a cargo de la entidad póblica de adoptar determinadas 
decisiones que le competen, las cuales pueden tener trascendencia para efectos de 
desarroílar en condiciones adecuadas los proyectos que se financian por el empréstito. 

En ausencia de normas sobre este punto pueden presentarse graves dificultades para 
obtener créditos de la banca multilateral, razón por la cual el vacío de reglamentación es 
inconveniente. 

Del Honorable Congreso de la República, 
CESAR GA VIRIA TRUJILLO 

Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
Rudolf Hommes Rodríguez. 

Ministro de Mi�as y Energía, 
Guido Nule Amín. 

Ministro de Transporte, 
Jorge Bendeck Olive/la. 

La razón por la cual el Gobierno consiera inconveniente el texto del proyecto 
consiste en que el empréstito no fue objeto de una reglamentación que tomando en cuenta 
la naturaleza peculiar de dicho contrato y la incidencia que el mismo tiene en el manejo 
macroeconómico del país, regulará aspectos fundamentales en esta materia tales como 
requisitos de celebración, jurisdicción aplicable y cláusulas especiales. 

Desde este punto de vista es pertinente advertir que de acuerdo con el proyecto de la 
celebración de contratos de empréstito ex.temo por parte de las entidades territoriales y 
sus entidades descentralizadas no tiene ningún control por parte de las entidades 
nacionales. 

En materia de contratación de empréstitos externos por parte de las entidades 
territoriales· debe primar el criterio de la unidad del Estado y por tanto es necesario 
establecer un control a la contratación, pues aunque los empréstitos respectivos no 
cuenten con la garantía de la Nación, a nivel internacional es esta última quien conserva 
una responsabilidad que trasciende los límites de lo jurídico y se entronca en las 
relaciones internacionales. 

En efecto, ante un evento generalizado de incumplimiento en el pago de obligacio­ 
nes por parte de las entidades territoriales, la Nación puede encontrarse en la necesidad 
de llegar a acuerdos con los prestamistas para atender las obligaciones de los entes 
territoriales, lo cual implicaría una cuantiosa carga presupuesta!. 

El incumplimiento por parte de las entidades territoriales puede afectar las relacio­ 
nes internacionales del país y su bien ganada reputación ante la comunidad financiera 
internacional. De esta manera se podría producir un retroceso de la posición del país, que 
le ha permitido colocar documentos de deuda en los mercados internacionales con tasas 
inferiores a las de los demás países de Latinoamérica y conquistar mercados que nunca 
estuvieron abiertos para Colombia. 

No sobra recordar que la crisis de la deuda latinoamericana tuvo como una de sus 
principaJes causas el endeudamiento inconlrolado de las entidades territoriales. En esta 
oportunidad no fue relevante quién era el deudor, ni la autonomía de las entidades 
territoriales, pues finalmente fue preciso que los gobiernos centrales asumieran la 
responsabilidad jurídica y patrimonial de la deuda externa de todas las entidades. . 

De esta manera, la reglamentación prevista es inconveniente y peligrosa, porque 
puede acarrear graves consecuencias económicas fiscales tanto para las entidades 

LEY No .... 

''Por la crud se expide el F.statuto General de Contmtación de la Administración P6blica ''. 

El Congreso de Colombia, 

DECRETA: 

1. De las disposiciones generales 

ARTICULO lo. Del objeto. La presente ley tiene por objeto disponer las reglas y 
principios que rigen los contratos de las entidades estatales. 

ARTICULO 2o. De la definición de entidades, servidores y servicios piJbli�s. 
Para los solos efectos de esta ley: 

1. Se denominan entidades estatales: 

a) La Nación, las regiones, los departamentos, las provincias, el distrito capital y 
los distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los 
!errito�os indígenas · r los municipios; los establecimientos públicos, las empresas 
industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economia mixta en las que el 
Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), así como las entida­ 
des _d�sc�trali�s in�tas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha 
part1c1pac1ón pubhca mayontaria, cualquiera sea la denominación que ellas adopten, en 
todos los órdenes y niveles; 

b) El Senado de la República, la Cámara de Representantes, el Consejo Superior 
de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, la Contralona General de la Repúbli­ 
ca, las contraloríes departamentales, dístritales y municipales, la Procuraduría General 
de la Nación, la Registraduria Nacional del Estado Civil, los ministerios, los departa­ 
mentos administrativos, las superintendencias, las unidades administrativas especiales 
y. en. general, los organismos o dependencias del Estado a los que la ley otorgue 

. capacidad para celebrar contratos. · 
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2. Se denominan servidores póblicos: 

a) Las personas naturales que prestan sus servicios dependientes a los organismos 
y entidades de que trata este artículo, con excepción de las asociaciones y fundaciones de 
participación mixta en las cuales dicha denominación se predicará exclusivamente de sus 
representantes legales y de los funcionarios de los niveles directivo, asesor o ejecutivo o 
sus equivalentes en quienes se delegue la celebración de contratos en representación de 
aquéllas; 

b) Los miembros de las corporaciones públicas que tengan capacidad para celebrar 
contratos en representación de éstas. 

3. Se denominan servidos píablicos: 
Los que están destinados a satisfacer necesidades colectivas en forma general, 

pennanente y continua, bajo la dirección, regulación y control del Estado, así como 
aquellos mediante los cuales el Estado busca preservar el orden y asegurar el cumpli­ 
miento de sus fines. 

PARAGRAFO. Para los solos efectos de esta ley, 1ambi� se denominan entidades 
estatales las cooperativas y asociaciones conformadas por entidades territoriales, las 
cuales estarán sujetas a las disposiciones del presente estatuto, especialmente cuando en 
desarrollo de convenios interadministrativos celebren contratos por cuenta de dichas 
entidades. 

ARTICULO 3o. De los fines de la contratación eslJJtal. Los servidores páblicos 
tendrán en consideración que al celebrar contratos y con la ejecución de los mismos, las 
entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente presta­ 
ción de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los 
administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines. 

Los particulares, por su parte, tendrán en cuenta al celebrar y ejecutar contratos con 
las entidades estatales que, además de la obtención de utilidades cuya protección 
garantiza el Estado, colaboran con ellas en el logro de sus fines y cumplen una función 
social que, como tal, implica obligaciones. 

ARTICULO 4o. De los derechos y deberes de las entidades estatales. Para la 
consecución de los fines de que trata el artículo anterior, las entidades estatales: 

l. Exigirán del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado. 
Igual exigencia podrán hacer al garante. 

2. Adelantarán las gestiones necesarias para el reconocimiento y cobro de las 
sanciones pecuniarias y garantías a que hubiere lugar. 

3. Solicitarán la actualización o la revisión de los precios cuando se produzcan 
fenómenos que alteren en su contra el equilibrio económico o financiero del conttato. 

4. Adelantarán revisiones periódicas de las obras ejecutadas, servicios prestados o 
bienes suministrados, para verificar que ellos cumplan con las condiciones de calidad 
ofrecidas por los contratistas, y promoverán las acciones de responsabilidad contra éstos 
y sus garantes cuando dichas condiciones no se cumplan. 

Las revisiones periódicas a que se refiere el presente numeral deberán llevarse a 
cabo por lo menos una vez cada seis (6) meses durante el término de vigencia de las 
garantías. 

5. Exigirán que la calidad de los bienes y servicios adquiridos por las entidades 
estatales se ajuste a los requisitos mínimos previstos en las nonnas técnicas obligatorias, 
sin perjuicio de la facultad de exigir que tales bienes o servicios cumplan con las normas 
técnicas colombianas o, en su defecto, con normas internacionales elaboradas por 
organismos reconocidos a nivel mundial o con normas extranjeras aceptadas en los 
acuerdos internacionales suscritos por Colombia. 

6. Adelantarán las acciones conducentes a obtener la.indemnización de los daños 
que sufran en desarrollo o con ocasión del contrato celebrado. 

7. Sin perjuicio del llamamiento en garantía, repetirán contra los servidores 
públicos, contra el contratista o los terceros responsables, según el caso, por las 
indemnizaciones que deban pagar como consecuencia de la actividad contractual. 

8. Adoptarán las medidas necesarias para mantener durante el desarrollo y ejecu­ 
ción del contrato las condiciones técnicas, económicas y fmancieras existentes al 
momento de proponer en los casos en que se hubiere realizado licitación o concurso, o de 
contratar en los casos de cóntratación directa. Para ello utilizann los mecanismos de 
ajuste y revisión de precios, acudirán a los procedimientos de revisión y corrección de 
tales mecanismos si fracasan los supuestos o hipótesis para la ejecución y pactarán 
intereses moratorios. 

Sin perjuicio de la actualización o revisión de precios, en caso de no haberse 
pactado intereses moratorios, se aplicará la tasa equivalente al doble del interés legal 
civil sobre el valor histórico actualizado. 

9. Actuarán de tal modo que por causas a ellas imputables, no sobrevenga una 
mayor onerosidad en el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista. Con 
este fin, en el menor tiempo posible, corregirán los desajustes que pudieren presentarse y 
acordarán los mecanismos y procedimientos pertinentes para precaver o solucionar 
rápida y eficazmente las diferencias o situaciones litigiosas que llegaren a presentarse. 

ARTICULO So. De los derechos y deberes de los conlnltisw. Para la realización 
de los fines de que trata el artículo 3° de esta ley, los contratistas: 

1. Tendrán derecho a recibir oportunamente la remuneración pactada y a que el 
valor intrínseco de la misma no se altere o modifique durante la vigencia del contrato. 

En consecuencia tendrán derecho, previa solicitud, a que la administración les 
tcstablezca el equilibrio de la ecuación cc�mica del contrato a un punto de no pmlida 
por la ocurrencia de situaciones imprevistas que no SC8Jl imputables a los contratistas. Si 
dicho equilibrio se rompe por incumplimiento de la entidad estatal contratante, tendrá 
que restablecerse la ecuación surgida al momento del nacimiento del contrato. 

l. Colaborarán con las entidades contratantes en lo que sea necesario para que el 
objeto contratado se cumpla y que éste sea de la mejor calidad: acataran las órdenes que 
durante el desarrollo del contrato ellas les impartan y, de manera general, o� con 
lealtad y buena fe en las distintas etapas contractuales, evitando las dilaciones y 
entrabamientos que pudieran presentarse. 

3. Podrán acudir a las autoridades con el fin de obtener la protección de los 
derechos derivados del conttato y la sanción para quienes los desconozcan o vulneren. 

Las autoridades no podrán condicionar la participación en licitaciones o concursos 
ni la adjudicación, adición o modificación de contratos, como tampoco la cancelación de 
las sumas adeudadas al contratista, a la renuncia, desistimiento o abandono de peticio­ 
nes, acciones, demandas y reclamaciones por parte de éste. 

4. Garantizarán la calidad de l�s bienes y servicios conttatados y responder6n por 
ello. · 

5. ­No accederán a peticiones o amenazas de quienes actúen por fuera de la ley con 
el fin de obligarlos a hacer u omitir algún acto o hecho. 

Cuando se presenten tales peticiones o amenazas, los contratistas deberán infonnar 
inmediatamente de su ocurrencia a la entidad contratante y a la.� demás autoridades 
competentes para que ellas adopten las medidas y correctivos que fueren necesarios. El 
incumplimiento de esta obligación y la celebración de los pactos o acuerdos prohibidos, 
dará lugar a la declaratoria de caducidad del contrato. 

ARTICULO 6o. De la capacidad para contratar. Pueden celebrar contratos con las 
entidades estatales las personas consideradas legalmente capaces en las disposiciones 
vigentes. También podrán celebrar contratos con las entidades estatales, los consorcios y 
uniones temporales. 

Las personas jurídicas nacionales y extranjeras deberán acreditar que su duración 
no será inferior a la del plazo del contrato y un año más. 

ARTICULO 7o. De los consorcios y uniones temporales. Para los efectos de esta 
ley se entiende por: 

1. Conson;jo. Cuando dos o más personas en forma conjunta presentan una misma 
propuesta para la adjudicación, celebración y ejecución de un contrato, respondiendo 
solidariamente de todas y cada una de las obligaciones derivadas de la propuesta· y del 
contrato. En consecuencia, las actuaciones, hechos y omisiones que se presenten en 
desarrollo de la propuesta y del contrato, afectarán a todos los miembros que lo 
confonnan. 

2. Uni6n temporal. Cuando dos o más personas en forma conjunta presentan una 
misma propuesta para la adjudicación, celebración y ejecución de un contrato, respon­ 
diendo solidariamente por el cumpllmieato total de la propuesta y del objeto contratado, 
pero las sanciones por el incumplimiento de las obligaciones derivadas de la propuesta y 
del contrato se impondrán de acuerdo con la participación en la ejecución de cada uno de 
los miembros de la unión temporal. 

PARAGRAFO lo. Los proponentes indicarán si su participación es a título de 
consorcio o unión temporal y, en este 111timo caso, señalarán los términos y extensión de 
la participación en la propuesta y en su ejecución, los cuales no podrán ser modificados 
sin el consentimiento previo de la entidad estatal contratante. 

Los miembros del consorcio y de la unión temporal deberán designar la persona 
que, para todos los efectos. representará al consorcio o unión temporal y señalarán las 
reglas básicas que regulen las relaciones entre ellos y su responsabilidad. 

PARAGRAFO 2o. Para efectos impositivos, a los consorcios y uniones tempora­ 
les se les aplicará el régimen previsto en el Estatuto Tributario para las sociedades pero, 
en ningún caso, estarán sujetos a doble tributación. 

PARAGRAFO 3o. En los casos en que se conformen sociedades bajo cualquiera 
de las modalidades previstas en la ley con el único objeto de presentar una propuesta, 
celebrar y ejecutar un contrato estatal, la responsabilidad y sus efectos se regirá por las 
disposiciones previstas en esta ley para los consorcios. 

ARTICULO 80. De las inhabilidades e incompatibilidades para contratar. 
1. Son inhábiles para participar en licitaciones o concursos y para celebrar 

contratos con las entidades estatales: · 
a) Las personas que se hallen inhabilitadas para contratar por la Constitución y las 

leyes; . 
b) Quienes participaron en las licitaciones o concursos ocelebraron los contratos 

de que trata el literal anterior estando inhabilitados; 
c) Quienes dieron lugar a la declaratoria de caducidad; . 
d) Quienes en sentencia judicial hayan sido condenados a la pena accesoria de 

interdicción de derechos y fünciones páblicas y quienes hayan sido sancionados discipli­ 
nariamente con destitución; 

e) Quienes sin justa causa se abstengan de suscribir el contrato estatal adjudicado; 
f) Los servidores p6blicos; 
g) Quienes sean cónyuges o compañeros pennanentes y quienes se encuentren 

dentro del segundo grado de consanguinidad o segundo de afinidad eón cualquier otra 
persona que formalmente haya presentado propuesta para una misma licitación o 
concurso; 

h) Las sociedades distintas de las anónimas­abiertas, en las cuales el representante 
legal o cualquiera de sus socios tenga parentesco en segundo grado de consanguinidad o 
segundo de afmidad con el representante legal o con cualquiera de los socios de una 
sociedad que formalmente haya presentado propuesta, para una misma licitación o 
concurso; 

i) Los socios de sociedades de personas a las cuales se haya declarado la caduci­ 
dad, así como las sociedades de personas de las que aquéllos fonnen parte con posteriori­ 
dad a dicha declaratoria. 

!­­85 inh�bilidade� a que se refiere� los literales e), d) e i) se extenderán por un 
término de cinco (5) anos contado a partir de la fecha de ejecutoria del acto que declaró 
la caducidad, o de la sentencia que impuso la pena, o del acto que dispuso la destitución; 
las previstas en los literales b) y e), se extenderán por un ténnino de cinco (S) años 
contado a partir de la fecha de ocurrencia del hecho de la participación en la licitación o 
concurso, o de la celebración del contrato, o de la expiración del pl87.0 para su firma. 

2. Tampoco podrán participar en licitaciones o concursos ni celebrar contratos 
estatales con la entidad respectiva: 

a) Quienes fueron miembros de la junta o consejo directivo o servidores píiblicos de 
la entidad contratante. Esta incompatibilidad sólo comprende a quienes desempeñaron 
funciones en los niveles directivo, asesor o ejecutivo y se extiende por el término de un 
(1) año, contado a partir de la fecha del retiro; 
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4. En servicios de agua potable y saneamiento básico: preinversión en diseños 
y estudios; diseños e implantación de estructuras institucionales para la administra­ 
ción y operación del servicio; construcción, ampliación y remodelación de acueduc­ 
tos y alcantarillados. potabilización del agua, o de soluciones alternas de agua potable y 
disposición de excre�; saneamiento básico rural; tratamiento y disposición final de 
basuras; conservación de microcuencas, protección de fuentes, reforestación y trata­ 
miento de residuos; y construcción, ampliación y mantenimiento de jagüeyes, pozos, 
letrinas, plantas de tratamiento y redes. 

5. Subsidios para la población pobre que garanticen el acceso a los servicios 
públicos domiciliarios, tanto en materia de conexión como de tarifas, confonne a la ley y 
a los criterios de focalización previstos en el artículo 30. 

6. En materia agraria: otorgamiento de subsidios para la cofinanciación de compra 
de tierras por los campesinos pobres en zonas de reforma agraria; creación, dotación, 
mantenimiento y operación de las Unidades Municipales de Asistencia Técnica Agrope­ 
cuaria (Umatas), y capacitación de personal, conforme a las disposiciones legales 
vigentes; subsidios para la construcción de distritos de riego; construcción y manteni­ 
miento de caminos vecinales: y construcción y mantenimiento de centros de acopio de 
productos agrícolas. 

7. Para grupos de población vulnerables: desarrollo de planes, programas y proycé­ 
tos de bienestar social integral en beneficio de poblaciones vulnerables, sin seguridad 
social y con necesidades básicas insatisfechas; tercera edad, niños, jóvenes, mujeres 
gestantes y discapacitados. Centros de atención del menor infractor y atención de 
emergencias. 

8. En justicia: podrán ·cofinanciar el funcionamiento de centros de conciliación 
municipal y comisarías de familia. ­ 

9. En protección del ciudadano: prevfo acuerdo y mediante convenios intcradminis­ 
trativos con la Nación, podrán cofinanciarsc servicios adicionales de policía cuando 
fuere necesario de confonnidad con lo previsto en la Ley 4". de 1991. 

10. En educación físíca, recreación y deporte: inversión en instalaciones deporti­ 
vas; dotación a los planteles escolares de los requerimientos necesarios para la prictica 
de la educación física y el deporte; conforme a lo previsto en la �y 19 de 1991 dar apoyo 
financiero, y en dotación e implementos deportivos a las ligas, clubes de aficionados y 
eventos deportivos; e inversión en parques y plazas póblicas. 

11. En cultura: construcción, mantenimiento y iehabilitación de casas de cultura, 
bibliotecas y muscos municipales: y apoyo financiero a eventos culturales y a agrupacio­ 
nes municipales artísticas y culturales. 

12. En prevención y atención de desastres: adecuación de áreas urbanas y rurales en 
zonas de alto riesgo, reubicación de asentanúcntos, prevención y atención de desastres. 

13. En desarrollo institucional: actividades de capacitación, asesoría y asistencia 
tknica �luidas en un programa de desarrollo institucional municipal, orientado a 
fortalecer su capacidad de gestión, previamente aprobado por la oficina de planeación 
departamental correspondiente. 

J 4. Pago del servicio de la deuda adquirida para financiar inversiones físicas en las 
actividades autorizadas en los numerales anteriores. 

IS. Construcción y mantenimiento de las redes viales municipales e intennunici­ 
pales. 

16. En otros sectores que el Conpes social estime conveniente y a solicitud de la 
Federación Colombiana de Municipios. · . 

PARAGRAFO. En el Presupuesto General de la Nación no podrán incluirse 
apropiaciones para los mismos fines de que trata este artículo, para ser transferidas a las 
entidades territoriales, diferentes de las participaciones reglamentadas en este capítulo, 
sin perjuicio de las apropiaciones prcsupucstales para la ejecución de funciones a cargo 
de la Nación. con participación de las entidades territoriales, y de las Partidas. de 
cofmanciación para programas en desarrollo de funciones de competencia exclusiva de 
las entidades territoriales. 

ARTICULO 22. Reglas de Asignacidn de las Participaciones para Sectores Socia­ 
les. Las participaciones para sectores sociales se asignarán por los municipios a las 
actividades indicadas en el anículo precedente, conforme a las siguientes reglas: 

1. En educación, el 30%. 
2. En salud. el 259&. 
3. En agua potable y saneamiento básieo, el 20'11, cuando no se haya cumplido la 

meta de cobertera de un 70% de la población con Agua Potable. Seg(ÍII concepto de la 
Oficina Departamental de Plancación o de quien haga sus veces se podnl disminuir este 
porcentaje, cuando se acredite el 'cumplimiento de metas mínimas y destinarlo a las 
demás actividades. 

4. En educación física, recreación, deporte, cultura, y aprovechamiento del tiem­ 
po libre, el 59&. · 

5. En libre inversión conforme con los sectores señalados en el artículo preceden­ 
te, el 20%. ,,. . 

6. En todo caso a las áreas rurales se destinará como mínimo el equivalente a la 
proporción de la población rural sobre la población total del respectivo municipio, tales 
porcentajes se podnn variar previo concepto de las oficinas departamentales de planea­ 
ción. 

En aquellos municipios donde la población rural represente más del 40% del total 
de la población deberá invertirse adicionalmente un 10% más en el área rural. 

PARAGRAFO. Los porcentajes definidos en el presente articulo se aplicarán a la 
totalidad de Ja participación en 1999. Antes de este añ� se podnn destinar Jibiemenre 
hasta los siguientes porcentajes: en 1994 e1 50%, en 199S el 40%, en 1996 el 30%, en 
1997 el 20% y en 1998 el 10%; el porcentaje restante en cada año se considerará de 
obligatoria inversión. · 

A partir de 1999, los municipios, previa aprobación de las oficinas departamentales 
de planeación o de quien haga sus veces, podnln destinar hasta el I O'I, de la participación 
a gastos de funcionamiento de la administración municipal, en forma debidamente 

justificada y previa evaluación de su esfuerzo fiscal propio y de su desempeño adminis­ 
trativo. El Departamento Nacional de Planeación fijará los criterios para realizar la 
evaluación respectiva por parte de las oficinas departamentales de planeación, o de quien 
haga sus veces. . 

ARTICULO 23. Control de la participación para los sectores sociales. Para los 
efectos de garantizar la debida destinación de la participación para los sectores sociales, 
sin perjuicio de las actividades de control fiscal y demás controles establecidos en las 
disposiciones legales, se observarán las siguientes reglas: · 

1. El municipio debe elaborar anualmente un plan de inversiones con cargo a los 
recursos de la participación para los sectores sociales. El municipio presentará el plan e 
informes semestrales a la oficina departamental de plancación o a quien haga sus veces, 
sobre su ejecución y sus modificaciones. El plan de inversiones será presentado al 
departamento dentro del término que él mismo señale con el fin de que se integre a los 
planes de educación y salud previsto en esta Ley. 

2. El municipio garantizará la difusión de los planes sociales entre los ciudadanos y 
las organizaciones de su jurisdicción. La comunidad, a través de los distintos mecanis­ 
mos de participación que defina la ley, podrá infonnar al departamento al cual pertenez­ 
ca el municipio respectivo, o a las autoridades competentes en materia de control y 
evaluación, las irregularidades que se presenten en la asignación y ejecución de los 
,recursos. 

3. Con base en las infonnaciones obtenidas, si se verifica que no se han cumplido 
exactamente las destinaciones autorizadas confonne a esta ley y a los acuerdos munici­ 
pales, para los efectos de las sanciones de que trata el parágrafo del artículo 357 de la 
Constitución Política los departamentos promoverán la realización de las investigacio­ 
nes pertinentes ante los organismos de control y evaluación. 

PARAGRAFO. Los programas de cofinanciación que adelante la Nación se suje­ 
tarán a la observancia por parte de los municipios y distritos de las reglas y disposiciones 
contenidas en la presente ley. 

ARTICULO 24. Criterios de distribución de la participación de los municipios en 
los ingresos corrientes para inversión en sectores sociales. La participación de los 
municipios en el presupuesto general de la Nación para inversión en los sectores 
sociales, tendrá un valor igual al J 5% de los ingresos corrientes de la Nación en 1994, y 
se incrementará en un punto·porccntual cada año hasta alcanzar el 22% en el año 2001. 
Los ingresos corrientes de la Nación que servirán de base para el cálculo de las 
participaciones de los municipios según los artículos 357 y 358 constitucionales, estarán 
constituidos por los ingresos tributarios y no tributarios; no fonnarán parte de esta base 
de cálculo los recursos del Fondo Nacional de Regalías, los definidos en la Ley 6" de 
1992, por el artículo 19 como exclusivos de la Nación en virtud de las autorizaciones 
otorgadas por única vez al Congreso· en el artículo 43 transitorio de la Constitución 
Política y solamente por el año de 1994, se excluyen la sobrctasa del impuesto a la renta y 
las rentas de destinación específica señaladas en el artículo 359 de la Constitución. 

La participación así definida se distribuirá conforme a los siguientes criterios: 
1. El 60% de la participación así: 
a) El 40% en relación directa con el m1mcro de habitantes con necesidades básicas 

insatisfechas; 
b) El 20% en proporción al grado de pobreza de cada municipio, en relación con el 

nivel de pobreza promedio nacional. 
2. El 409& restante en la siguiente forma: 
a) El 22% de acuerdo con la.participación de la población del municipio dentro de 

la población total del país; 
b) El 6% en proporción directa a la eficiencia fiscal de la administración local. 

medida como la variación positiva entre dos vigencias fiscales de la tributación percápita 
pondereda en proporción al índice relativo de necesidades básicas insatisfechas; 

e) El 6% por eficiencia administrativa, establecida como un premio al menor costo 
adm!nistrativo pcrcáp�ta por la cobertura de los servicios públicos domiciliarios, y 
medida como la relación entre el gasto de funcionamiento global del municipio y el 
número de habitantes con servicios de agua, alcantarillado y, aseo. En los municipios 
donde estos servicios no estén a su cargo, se tomará como referencia el servicio pllblico 
domiciliario de más amplia cobertura; 

d) _E� �% de �uerdo con el progreso demostrado en calidad de vida de la población 
del mumcipio, medido segün la variación de los índices de necesidades básicas insatisfe­ 
chas en dos puntos diferentes en el tiempo, estandarizada. 

PARAGRAFO lo. Antes de proceder a la aplicación de la íónnula anterior se 
distribuirá un S% del total de la participación entre los municipios de menos de 50.000 
habitantes, asignado de· acuerdo con los mismos criterios señalados para la fórmula. 
l�ua!m�nte, antes de aplicar la fónnula, el 1.5% del total de la participación se 
distnbuirá entre los municipios cuyos territorios limiten con la ribera del Río Grande de 
La Magdalena, en proporción a la extensión de la ribera de cada municipio. 

PARA GRAFO 2o. Para el giro de la participación ordenada por el artículo 357 de 
la Constitución Política, de que trata esta Ley, el Programa Anual de Caj, se hará sobre 
la base del 90% del aforo que aparezca en la ley de presupuesto. Cuando en una vigencia 
fiscal los ingresos corrientes efectivos sean superiores a los ingresos corrientes estima­ 
dos en el presupuesto, el Gobierno Nacional a través del Ministerio de Hacienda 
proccderi a efectuar el correspondiente reaforo y a través del Departamento Nacional de 
Plan�ac!ón a asignar los recursos adicionales, en la misma vigencia fiscal o en la 
subs1gu1entc, conJuntamcnte con las sumas correspondientes al 10% del aforo previsto 
en el presupuesto. Por el contrario, si los ingresos corrientes efectivos son inferiores se 
dispondrá la­ red�cción respectiva. Tanto para la asignación de recursos adicionales 
como p� la reducción de las transferencias, se tendrán en cuenta las reglas de 
distribución previstas en esta Ley. 

. PARAGR�FO 3o. El giro de los recursos de esta participación se hará por 
bimestres vencidos, dentro de los primeros IS días del mes siguiente al bimestre 
múimo en las siguientes fechas: ' 
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Bimestre 
1 
11 
111 
IV 
V 
VI 

Meses 
Enero­febrero 
Marzo­abril 
MayC4junio 
Julio­agosto 
Septiembre­octubre 
Noviembre­Diciembre 
Reaforo y lOCI, rest. 

Giro 
15 de marzo 
15 de mayo 
15 de julio 
15 de septiembre 
1 S de noviembre 
IS de enero 
15 de abril 

6. Los Ministerios adoptarán, por medio de resoluciones, 
0rcglamentos 

especiales 
para_ �celos de adel�tar las labores de seguimiento y evaluación de la pratación de los 
servicios y, en especial, de la utilización y destinación de las transferencias y de los 
grados de cobertura de los mismos. 

. 7. La N�ión no podrá reasumir, las responsabilidades que pasan a ser de compe­ 
tencia exclusiva de los departamentos, distritos y municipios, conforme a lo dispuesto en 
la presente Ley. No obstante en virtud del principio de la subsidiariedad en fonna 
transi'?ria y por motiv_os dcbi�te califtcados por el CONPES para la política social, 
la Naci�n tomará meda� excepcionales de intervención �nica y administrativa para Ja 
prestación de los servicies de salud y educación en las entidades territoriales. 

8. El Departamento Nacional de Planeación en coordinación con los Ministerios de 
Sal�d Y Educación, la �uela.Superior de Administración Ptiblica y las Universidades, 
reahzarán un plan de divulgación, capacitación y asesoría a las Entidades Territoriales 
sus funcionarios, autoridades y la comunidad, sobre las materias propias de esta Ley: 

ARTICULO 29. Derechos sociales, económicos y culturales. Las entidades com­ 
petentes conforme a esta Ley en desarrollo de sus funciones y conforme a las disposicio­ 
!'C5 !�gales vigentes podrán con recursos fiscales contratar con personas naturales o 
Juríd!cas la compraventa de bienes y/o la contraprestación de servicios en beneficio 
propio o de terceros, y de acuerdo a los criterios de focalización previstos en el artículo 
30 de ésta Ley, con el fin de garantizar el cumplimiento de los derechos sociales 
económicos Y culturales consagrados en los artículos 43, 44, 46, 47, 48, 49, SO, 51, 54: 
61, 10, 71 Y 368 y, 13 y 46 transitorios de la Constitución PoUtica. En consecuencia 
�n inclu� .en las leyes 8?�es de presupuesto y en los presupuestos de l� 
en� tcrrttoriales, las aprop18C1ones correspondientes para tales efectos. 

En el sector edu��tivo y de salud conforme al anículo 24 de la Ley 10 de 1990, 
podrán además, suscribirse contratos entre las administraciones territoriales e institucio­ 
nes �ucativas y de �ud sin ánimo de lucro, de reconocida idoneidad, para financiar 
estudiantes o la atención de pacientes de escasos rccw­sos económicos. El contrato 
deberá en todo caso estipular el monto del subsidio por estudiante y el sistema de tarifas y 
cuotas de recuperación que regula Ja prestación de los servicios de salud. Cuando se 
aprueben los planes de desarrollo, deberán figurar en los programas. En e) sector 
educativo, se procederá según el artículo S­ de la presente Ley. 

ARTICULO 30. Dermici6n de focaliuci6n ck los servicios sociales. Dcflnese 
focalizaci6n de subsidios al proceso por el cual se guantiza que el gasto social se asigna a 
los grupos de población mú pobres y vulnerables. 

. � e_sto, e� CONPES �ial, definir6 cada tres años loa criterios para la determina­ 
ción, adcntificación y selección de beneficiarios y para la aplicación del gasto social por 
pane de las entidades territoriales. 

ARTICULO 31. Sanciones. Incurrirán en causal de mala conducta los funcionarios 
que retarden u obstaculicen las transferencias o el pago, que transfieran más o menos de 
los_ recursos que co�� a � �ntidadcs tcnitorialcs conforme a esta Ley, y senn 
obJ�o de las sanciones disc1plmanas correspondientes, sin perjuicio de las demú 
previstas en la Ley Penal. 

. ARTICULO 3�. ConllT?' interno y fiscal. Los departamentos y municipios y sus 
entidades descentrabzadas dtseftaón e implantarán los sistemas de control interno a que 
se refiere el �ulo 269 de la Constitución Política, para garantizar la protección y el uso 
honesto Y eficiente de los recursos que se transfieran en desarrollo de la presente Ley. 

El control fiscal posterior será ejercido por ta respectiva Contralorfa Departamen­ 
tal, Dis�tal o Municipal. donde la hubiere, y la Contralorfa General de la Repóblica de 
confonmdad con lo establ�ido por la Constitución Política y la Ley 42 de 1993. 

PARA.O�R>. En nmg\ln caso las coatralorfas telritorialcs podrán establecer 
tasas, contnbuc,ones o porcentajes de asignación para cubrir los costos del control fiscal 
sobre el monto de las transferencias y participaciones de las entidades territoriales 
establecidas en esta ley e incorporadas a sus respectivos presupuestos. 

ARTICULO 33. Fondo PÍestacional del Sector Salud. Créase el Fondo Nacional 
para el pago del pasivo prcstacional de los servidores del sector salud, como una cuenta 
especial de la Nación, sin personcrl'a jurídica, con indepcndcncia contable y estadística 
con las siguientes características: ' 

1. El Fondo PrcstacionaJ garantizará el pago del pasivo prestacional por concepto 
de cesantfas, reservas para pensiones y pensioocs de jubilación, causadas basta el fm de 
la vigencia prcsupucstal de 1993, de los servidores pertenecientes a las entidades o 
�ndencias de que trata el numeral 2• del presente artículo, que se encuentren en los 
s1guJC11tcs casos: 

a) No afil� a nin�a e�tidad de previsión y seguridad social, cuya reserva para 
ccsantfas o pensiones de J�bt!ac1ón no se h�ya _constituido total o parcialmente, excepto 
c� las rcse��s consuturdas con antenondad a la vigencia de la presente Ley se 
destinen a fm distinto al pago de cesantías y pensiones. 

b) Afiliados a entidades de previsión y seguridad social pero cuyos aportes no hayan 
sido cancelados o hayan sido cancelados pan:ialmente, excepto cuando la interrupción 
de los pagos respectivos se haya producido con posterioridad a la vigencia de esta Ley, o 
cuando las reservas se hayan destinado a otro. fin. 

e) Afiliados o pensionados de las entidades de previsión y seguridad social cuyu 
pensiones sean compartidas con las instituciones de salud, correspondiendo al Fondo el 
pago de la dif�ia q� se_em:uentre a cargo de la. entidad de salud cuya reserva para 
cesantfas o pensiones de JUb\\ac:16n no se haya COl\5Utuido total o parcia\mente, e,u:opto 
cuando las reservas constituidas con anterioridad a la vigencia de la presente ley se 
destinen a fin distinto al pago de cesantías y pensiones. 

2. Son beneficiarios del Fondo y tienen derecho a.exigir el pago de la deuda de sus 
pasivos prestaciones, los servidores mencionados en el numeral I del presente artículo 
que pertcnczcan a las siguientes entidades o dependencias del sector salud: 

a) A las instituciones o dependencias de salud que pertenezcan al subsector oficial 
del sector salud; 

b) A entidades del subsector privado del sector salud cuando se trate de institucio­ 
nes que hayan estado sostenidas y administradas por el Estado, y aquellas privadas que 
se liquiden y cuyos bienes se destinen a una entidad pllblica. · 

CAPITULO IV 

ARTICULO 25. Participación de Joucsguardos indlgenas. Los resguardos indl­ 
genas que para efectos del artículo 357 sean considerados por la ley como municipios 
recibirán una panicipación igual a la transferencia percápita nacional, multiplicada por 
la población indígena que habite en el respectivo resguardo. Dicha panicipación se 
deducirá del monto total de la transferencia, pero al proceder a hacer la distribución 
conforme al artículo 24, no se tendrá en cuenta para los municipios en cuya jurisdicción 
se encuentre el resguardo, la población indígena correspondiente. Si el resguardo se 
encuentra en territorio de más de un municipio, la deducción se hará en función de la 
proporción de la población del resguardo radicada en cada municipio. La participación 
que corresponda al resguardo se administrará por el respectivo municipio, pero deberá 
destinarse exclusivamente a inversiones que beneficien a la correspondiente población 
indígena, para lo cual se celebrará un contrato entre el municipio o municipios y las 
autoridadc� del resguardo. Cuando los resguardos se erijan como entidades territoriales 
indígenas, sus autoridades recibirán y administrarán la transferencia. 

Bste artículo se considera transitorio mientras se aprueba la Ley Orgánica de 
Ordenamiento Territorial. El Gobierno dará cumplimiento al artículo transitorio 56 de la 
Constitución. 

ARTICULO 26. R�gimen ck transición. Durante el periodo comprendido entre 
1994, 1995, 1996, 1997 y 1998 la distribución de las participaciones para inversión 
social, se efecutará según las siguientes reglas: 

1. Cada municipio recibirá anualmente una participación búica igual a la misma 
cantidad percibida en 1992 en pesos constantes, por concepto de las participaciones en el 
Impuesto al Valor Agregado, IVA, establecidas en la Ley 12 de 1986. 

2. Del valor total de la transferencia del respectivo año se deducirá lo que Je 
corresponde a los municipios como participación básica, y 'ta diferencia se distribuirá de 
acuerdo con los criterios establecidos en el artículo 24. 

PARAGRAFO. Para efectos de este artículo se entiende por pesos constantes de 
1992 el valor corriente de las participaciones municipales básicas de ese año nw el 
porcentaje de ajuste del año gravabJe "PAAG", el cual será equivalente a la variación 
porcentual del índice de precios al consumidor para empleados, registrada entre el 1• de 
octubre del año en referencia y la misma fecha del año inmediatanJCnte anterior a éste, 
según certificación que expida el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, 
DANE, en fonna similar a lo previsto en el artículo 331 del Estatuto Tributario. 

Disposldones aenerales 
ARTICULO 27. Adecuaci6n institucional. Para los efectos de la adecuación 

institucional exigida por lo dispuesto en la presente Ley, de conformidad con el numeral 
l O del !lrlfculo l 50 de la Constitución Política, conñérense facultades extraordinarias al 
Presidente de la República, por el ténnino de seis meses contados a panir de la fecha de 
vigencia de la presente Ley, para que adopte nonnas sobre la modificación de la 
estructura y funciones del Departamento Nacional de Planeación y del Ministerio de 
Educación Nacional y sus entidades adscritas y vinculadas para adecuarlas a las previsio­ 
nes de esta Ley. 

ARTICULO 28. Modificaciones funcionales. Para los efectos de lo dispuesto por 
esta ley, se disponen las siguientes modificaciones funcionales: 

1 . El Ministerio de Hacienda determinará los momos totales correspondientes a las 
transferencias y participaciones de que tratan los artículos 356 y 357 de la Constitución 
Política, y e_l Departamento Nacional de Planeación �plicará las fónnulas respectivas 
para su distribución por entidades territoriales, de acuerdo con la información preparada 
por los respectivos ministerios en coordinación con el DANE, conforme a los procedi­ 
mientos señalados en esta Ley. 

2. Será de competencia del Departamento Nacional de Planeación plllticipar en los 
procedimientos de preparación y programación presupuesta) de los recursos de que 
tratan los artículos 356 y 357 de la Constitución Política, en los t&minos previstos en 
esta Ley, así como desarrollar las actividades relativas al seguimiento y evaluación de las 
correspondientes destinaciones, en annonía con Jo establecido en los artículos 343 y 344 
de la Constitución PoUtica. 

3. La Unidad de Desarrollo Territorial será una Unidad Administrativa Especial del 
Departamento Nacional de Plancación, con autonomía administrativa y presupuesto 
propio, que tendrá el carácter, régimen jurídico y atribuciones que se establez.can en 
desarrollo de las facultades extraordinarias otorgadas por el artículo precedente, y que 
ejercerá todas las funciones asignadas al Departamento Nacional de Plancación por la 
¡RSCnte ley. 

4." Asfgnasc a los Ministerios de Salud y Educación y al Departamento Nacional de 
Planeación, en coordinación con el DANE, la organizacidn y puesta en funcionamiento 
de un sistema de información en las áreas de la educación, la salud, los servicios p6blicos 
domiciliarios y las finanzas tcnitorialcs, que sea el soporte técnico para la aplicación de 
las nonnas de la presente Ley. . 

5. Los departamentos, distritos y municipios están obligados a suministrar al 
sistema de infonnación previsto en el numeral prccedcnte,"la infonnación que detcnni­ 
nen los Ministerios de Salud y· Educación y el Departamento Nacional de Planeación. Si 
se comprueba que las autoridades responsables de las entidades territoriales suministra­ 
ron infonnación conducente a sobreestimación del situado, se entiende tal proceder 
como causaJ de mala conducta y ellas quedarán sujetas a las sanciones administrativas y 

• • zt• e 
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ARTICULO 24. Del principio de transparencia. En virtud de este principio: 
1. La escogencia del contratista se efectuará siempre a través de licitación o 

concurso públicos, salvo en los siguientes casos en los que se podrá contratar directa­ 
mente: 

a) Menor cuantía. Se entenderá por menor cuantía los valores que a continuación se 
relacionan, detenninados en función de los presupuestos anuales de las entidades a las 
que se aplica la presente Ley, expresados en salarios mínimos legales mensuales. 

Para las entidades que tengan un presupuesto anual superior o igual a 1.200.000 
salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 1.000 salarios mínimos 
legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 1.000.000 e 
inferior a 1.200.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 
800 salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o 
igual a 500.000 e inferior a 1.000.000 de salarios mínimos legales mensuales, la menor 
cuantía será hasta 600 salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un presupues­ 
to anual superior o igual a 250.000 e inferior a 500.000 salarios mínimos legales 
mensuales, la menor cuantía será hasta 400 salarios mínimos legales mensuales; las que 
tengan un presupuesto anual superior o igual a 120.000 e inferior a 250.000 salarios 
mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 300 salarios mínimos legales 
mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 12.000 e inferior a 
120.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 250 salarios 
mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 6. 000 
salarios mínimos legales mensuales e inferior a 12.000 salarios mínimos legales men­ 
suales, la menor cuantía será hasta 100 salarios mínimos legales mensuales y las que 
tengan un presupuesto anual inferior a 6.000 salarios mínimos legales mensuales, la 
menor cuantía será hasta 25 salarios mínimos legales mensuales; 

b) Empréstitos; 
e) lnteradministrativos, con excepción del contrato de seguro; 
d) Para la prestación de servicios profesionales o para la ejecución de trabajos 

artísticos que sólo puedan encomendarse a determinadas personas naturales o jurídicas, 
o para el desarrollo directo de actividades científicas o tecnológicas; 

e) Arrendamiento o adquisición de inmuebles; 
f) Urgencia manifiesta; 
g) Declaratoriade desierta de la licitación o concurso; 
h) Cuando no sé presente propuesta alguna o ninguna propuesta se ajuste al pliego 

de condiciones, o términos de referencia o, en general, cuando falte voluntad de 
participación; 

i) Bienes y servicios que se requieran para la defensa y seguridad nacional; 
j) Cuando no exista pluralidad de oferentes; 
le.) Productos de origen o destinación agropecuarios que se ofrezcan en las bolsas de 

productos legalmente constituidas; 
l) Los contratos que celebren las entidades estatales para la prestación de servicios 

de salud. El reglamento interno correspondiente fijará las garantías a cargo de los 
contratistas. Los pagos correspondientes se podrán hacer mediante encargos fiduciarios. 

2. En los procesos contractuales los interesados tendrán oportunidad de conocer y 
controvertir los informes, conceptos y decisiones que se rindan o adopten, para lo cual se 
establecerán etapas que permitan el conocimiento de dichas actuaciones y otorguen la 
posibilidad de expresar observaciones. 

3. Las actuaciones de las autoridades serán públicas y los expedientes que las 
contengan estarán abiertos al público, pernútiendo en el caso de licitación el ejercicio del 
derecho de que trata el artículo 273 de la Constitución Política. 

4. Las autoridades expedirán a costa de aquellas personas que demuestren interés 
legítimo, copias de las actuaciones y propuestas recibidas, respetando la reserva de que 
gocen legalmente las patentes, procedimientos y privilegios. 

5. En los pliegos de condiciones o términos de referencia: 
a) Se indicarán los requisitos objetivos necesarios para participar en el correspon­ 

diente proceso de selección; 
b) Se definirán reglas objetivas, justas, claras y completas que permitan la confec­ 

ción de ofrecimientos de la misma índole, aseguren una escogencia objetiva y eviten la 
declaratoria de desierta de la licitación o concurso; 

c) Se definirán con precisión las condiciones de costo y calidad de bienes, obras o 
servicios necesarios para la ejecución del objeto del contrato; 

d) No se incluirán condiciones y exigencias de imposible cumplimiento, ni exen­ 
ciones de la responsabilidad derivada de los datos, informes y documentos que se 
suministren; 

e) Se definirán reglas que no induzcan a error a los proponentes y contratistas y que 
impidan la formulación de ofrecimientos de extensión ilimitada o que dependan de la 
voluntad exclusiva de la entidad; 

f) Se definirá el plazo para la liquidación del contrato, cuando a ello hubiere lugar, 
teniendo en cuenta su objeto, naturaleza y cuantía. Serán ineficaces de pleno derecho las 
estipulaciones de los pliegos o términos de referencia y de los contratos que contraven­ 
gan lo dispuesto en este numeral, o dispongan renuncias a reclamaciones por la 
ocurrencia de los hechos aquí enunciados. 

6. En los avisos de publicación de apertura de la licitación o concurso y en los 
pliegos de condiciones o términos de referencia, se señalarán las reglas de adjudicación 
del contrato. · 

7. Los actos administrativos que se expidan en la actividad contractual o con 
ocasión de ella, salvo los de mero trámite, se motivarán en forma detallada y precisa e 
igualmente lo serán los informes de evaluación, el acto de adjudicación y la declaratoria 
de desierto del proceso de escogencia. 

8. La..� autoridades no actuarán con desviación o abuso de poder y ejercerán sus 
competencias exclusivamente para los fines previstos en. ta ley. Igualmente les será 
prohibido eludir los procedimientos de selección objetiva y los demás requisitos previs­ 
tos en el presente estatuto. 

9. Los avisos de cualquier clase a través de los cuales se informe o anuncie la 
celebración o ejecución de contratos por parte de las entidades estatales, no podrán 
incluir referencia alguna al nombre o cargo de ningún servidor público. . 

PARAGRAFO lo. Los casos de contratación directa a que se refiere el numeral l • 
del presente artículo, no impedirán el ejercicio del control por parte de las autoridades 
competentes del comportamiento de los servidores públicos que hayan intervenido en 
dichos procedimientos y en la celebración y ejecución del contrato. 

PARAGRAFO 2o. El Gobierno Nacional expedirá, dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la promulgación de esta ley, un reglamento de contratación directa, cuyas 
disposiciones garanticen y desarrollen los principios de economía, transparencia y 
selección objetiva previstos en ella. 

Si el Gobierno no expidiere el reglamento respectivo, no podrá celebrarse directa­ 
mente contrato alguno por ninguna entidad estatal so pena de su nulidad. 

PARAGRAFO 3o. Cuando la venta de los bienes de las entidades estatales deba 
efectuarse por el sistema de martillo, se hará a través del procedimiento de subasta que 
realicen las entidades financieras debidamente autorizadas para el efecto y vigiladas por 
la Superintendencia Bancaria. 

La selección de la entidad vendedora la hará la respectiva entidad estatal, de 
acuerdo con los principios de transparencia, economía, responsabilidad y selección 
objetiva y teniendo en cuenta la capacidad administrativa que pueda emplear cada 
entidad financiera para realizar los remates. 

ARTICULO 25. Del principio de economía. En virtud de este principio: 
1. En las normas de selección y en los pliegos de condiciones o términos de 

referencia para la escogencia de contratistas, se cumplirán y establecerán los procedi­ 
mientos y etapas estrictamente necesarios para asegurar la selección objetiva de la 
propuesta más favorable. Para este propósito, se señalarán términos preclusivos y 
perentorios para las diferentes etapas de la selección y las autoridades darán impulso 
oficioso a las actuaciones. 

2. Las normas de los procedimientos contractuales se interpretarán de tal manera 
que no den ocasión a seguir trámites distintos y adicionales de los expresamente 
previstos o que permitan valerse de los· defectos de forma o de la inobservancia de 
requisitos para no decidir o proferir providencias inhibitorias. 

3. Se tendrá en consideración que las reglas y procedimientos constituyen meca­ 
nismos de la actividad contractual que buscan servir a los fines estatales, a la adecuada, 
continua y eficiente prestación de los servicios públicos y a la protección y garantía de 
los derechos de los administrados. 

4. Los trámites se adelantarán con austeridad de tiempo, medios y gastos y se 
impedirán las dilaciones y los retardos en la ejecución del contrato. 

5. Se adoptarán procedimientos que garanticen la pronta solución de las dif eren­ 
cias y controversias que con motivo de la celebración y ejecución del contrato se 
presenten. . 

6. Las entidades estatales abrirán licitaciones o concursos e iniciarán procesos de 
suscripción de contratos, cuando existan las respectivas partidas o disponibilidades 
presupuestales. 

7. La conveniencia o inconveniencia del objeto a contratar y las autorizaciones y 
aprobaciones para ello, se analizarán o impartirán con antelación al inicio del proceso de 
selección del contratista o al de la firma del contrato, según el caso. 

8. El acto de adjudicación y el contrato no se someterán a aprobaciones o revisio­ 
nes administrativas posteriores, ni a cualquier otra clase de exigencias o requisitos, 
diferentes de los previstos en este estatuto. 

9. En los procesos de contratación intervendrán el jefe y las unidades asesoras y 
ejecutoras de la entidad que se señalen en las correspondientes normas sobre su 
organización y funcionamiento. 

l O. Los jefes o representantes de las entidades a las que se aplica la presente ley, 
podrán delegar la facultad para celebrar contratos en los términos previstos en el artículo 
12 de esta ley y con sujeción a las cuantías que señalen sus respectivas juntas o consejos 
directivos. En los demás casos dichas cuantías las fijará el reglamento. 

11. Las corporaciones de elección popular y los organismos de control y vigilancia 
no intervendrán en los procesos de contratación, salvo en Jo relacionado con la solicitud 
de audiencia pública para la adjudicación en caso de licitación. 

De conformidad con lo previsto en los artículos 300, numeral 9" y 313, numeral 3• 
de la Constitución Política, las asambleas departamentales y los concejos municipales 
autorizarán a los gobernadores y alcaldes, respectivamente, para la celebración de 
contratos. 

12. Con la debida antelación a la apertura del procedimiento de selección o de la 
ñrma del contrato, según el caso, deberán elaborarse los estudios, diseños y proyectos 
requeridos, y los pliegos de condiciones o términos de referencia. 

La exigencia de los diseños no regirá cuando el objeto de la contratación sea la 
construcción o fabricación con diseños de los proponentes. 

13. Las autoridades constituirán las reservas y compromisos presupuestales nece­ 
sarios, tomando como base el valor de las prestaciones al momento de celebrar el 
contrato y el estimativo de los ajustes resultantes de la aplicación de la cláusula de 
actualización de precios. . 

14. Las entidades incluirán en sus presupuestos anuales una apropiación global 
destinada a cubrir los costos imprevistos ocasionados por los retardos en los pagos, así 
como los que se originen en la revisión de los precios pactados por razón de los cambios o 
alteraciones en las condiciones iniciales de los contratos por ellas celebrados. 

15. Las autoridades no exigirán sellos, autenticaciones, documentos originales o 
autenticados, reconocimientos de firmas, traducciones oficiales, ni cualquier otra clase 
de fonnalidades o exigencias rituales, salvo cuando en fonna perentoria y expresa lo 
exijan leyes especiales. 

La ausencia de requisitos o la falta de documentos referentes a la futura contratación 
O al proponente, no necesarios para ia comparación de propuestll$, no servirá de: titulo 
suficiente para el rechazo de los ofrecimientos hechos. 

16. En las solicitudes que se presenten en el curso de la ejecución del contrato, si la 
entidad estatal no se pronuncia dentro del ténnino de tres (3) meses siguientes, se 
entenderá que la decisión es favorable a las pretensiones del solicitante en virtud del 
silencio administrativo positivo. Pero el funcionario o funcionarios competentes para 
dar respuesta serán responsables en los ténninos de esta ley. 
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17. Las entidades no rechazarán las solicitudes que se le formulen por escrito 
aduciendo la inobservancia por parte del peticionario de las formalidades establecidas 
por la entidad para su tramitación y oficiosamente procederán a corregirlas y a subsanar 
los defectos que se adviertan en ellas. Igualmente estarán obligadas a radicar las actas o 
cuentas de cobro en la fecha en que sean presentadas por el contratista. procederán a 
corregirlas o ajustarlas oficiosamente si a ello hubiere lugar, y si esto no fuere posible. 
las devolverán a la mayor brevedad explicando por escrito los motivos en que se 
fundamente tal determinación. 

18. La declaratoria de desierta de la licitación o concurso únicamente procederá por 
motivos o causas que impidan la escogencia objetiva y se declarará en acto administrati­ 
vo en el que se señalarán en forma expresa y detallada las razones que han conducido a 
esa decisión. 

19. El contratista prestará garantía única que avalará el cumplimiento de las 
obligaciones surgidas del contrato, la cual se mantendrá vigente durante su vida y 
liquidación y se ajustara a los límites, existencia y extensión del riesgo amparado. 
Igualmente, los proponentes prestaran garantía de seriedad de los ofrecimientos hechos. 

Las garantías consistirán en pólizas expedidas por compañías de seguros legalmen­ 
te autorizadas para funcionar en Colombia o en garantías bancarias. 

La garantía se entended vigente hasta la liquidación del contrato garantizado y la 
prolongación de sus efectos y, tratándose de pólizas, no expirara por falta de pago de la 
prima o por revocatoria unilateral. 

Las garantías no serán obligatorias en los contratos de empréstito, interadministra­ 
tivos y en los de seguros. 

Las entidades estatales podrán exonerar a las organizaciones cooperativas naciona­ 
les de trabajo asociado legalmente constituidas del otorgamiento de garantías en los 
contratos que celebren con ellas, siempre y cuando el objeto, cuantía y modalidad de los 
mismos, así como las características específicas de la organización de que se trate, lo 
justifiquen. La decisión en este sentido se adoptará mediante resolución motivada. 

20. Los fondos destinados a la cancelación de obligaciones derivadas de contratos 
estatales podrán ser eniregados en administración fiduciaria o bajo cualquier otra forma 
de manejo que permita la obtención de beneficios y ventajas financieras y el pago 
oportuno de lo adeudado. 

ARTICULO 26. Del principio de responsabilidad. En virtud de este principio: 
1. Los servidores públicos están obligados a buscar el cumplimiento de los fines 

de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los 
derechos de la entidad, del contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la 
ejecución del contrato. 

2. Los servidores públicos responderán por sus actuaciones y omisiones antijurí­ 
dicas y deberén indemnizar los daños que se causen por razón de ellas. 

3. Las entidades y los servidores públicos, responderán cuando hubieren abierto 
licitaciones o concursos sin haber elaborado previamente los correspondientes pliegos 
de condiciones, términos de referencia, diseños, estudios, planos y evaluaciones que 
fueren necesarios, o cuando los pliegos de condiciones o términos de referencia hayan 
sido elaborados en forma incompleta, ambigua o confusa que conduzcan a interpretacio­ 
nes o decisiones de carácter subjetivo por parte de aquéllos. 

4. Las actuaciones de.los servidores públicos estaran presididas por las reglas 
sobre administración de bienes ajenos y por los mandatos y postulados que gobiernan 
una conducta ajustada a la ética y a la justicia. 

5. La responsabilidad de la dirección y manejo de la actividad contractual y la de 
los procesos de selección será del jefe o representante de la entidad estatal quien no podrá 
trasladarla a las juntas o consejos directivos de la entidad, ni a las corporaciones de 
elección popular, a los comités asesores, ni a los organismos de control y vigilancia de la 
misma. 

6. Los contratistas responderán cuando formulen propuestas en las que se fijen 
condiciones económicas y de contratación artificialmente bajas con el propósito de 
obtener la adjudicación del contrato. 

7. Los contratistas responderán por haber ocultado al contratar, inhabilidades, 
incompatibilidades o prohibiciones o por haber suministrado información falsa. 

8. Los contratistas responderán y la entidad velará por la buena calidad del objeto 
contratado. 

ARTICULO 27. De la ecuación contractual. En los contratos estatales se manten­ 
drá la igualdad o equivalencia entre derechos y obligaciones surgidos al momento de 
proponer o de contratar, según el caso. Si dicha igualdad o equivalencia se rompe por 
causas no imputables a quien resulte afectado, las partes adoptarán en el menor tiempo 
posible las medidas necesarias para su restablecimiento. . 

Para tales efectos, las partes suscribirán los acuerdos y pactos necesanos sobre 
cuantía condiciones y forma de pago de gastos adicionales, reconocimiento de costos 
fínanciems e intereses, si a ello hubiere lugar, ajustando la cancelación a las disponibili­ 
dades de la apropiación de que trata el numeral 14 del artículo 25. En todo caso, las 
entidades deberán adoptar las medidas necesarias que aseguren la efectividad de estos 
pagos y reconocimientos al contratista en la misma o en la siguiente vigencia de que se 
trate. 

ARTICULO 28. De la interpretación de las reglas contractuales. En la interpreta­ 
ción de las normas sobre contratos estatales, relativas a procedimientos de selección Y 
escogencia de contratistas y en la de las cláusulas y estipulaciones de los contratos, se 
tc::ndrdn en consideración los fines y principios de que trata esta Jey, Jos mandatos de la 
buena fe y la igualdad y equilibrio entre prestaciones y derechos que caracterizan a los 
contratos conmutativos. · 

ARTICULO 29. Del deber de selección objetiva. La selección de.contratistas será 
objetiva. · 

Es objetiva la selección en la cual la escogencía se hace al oírecímíento más 
favorable a la entidad y a los fines que ella busca, sin tener en consideración factores de 
afecto o de interés y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva. 

Ofrecimiento más favorable e11 aquel que, teniendo en cuenta los factores de 
escogencia, .tales como cumplimiento, experiencia, organización, equipos, plazo, pre­ 
cio y Ja ponderación precisa, detallada y concreta de los mismos, contenida en los 

pliegos de condiciones o términos de referencia o en el análisis previo a la suscripción del 
contrato, si se trata de contratación directa, resulta ser el más ventajoso para la entidad, 
sin que la favorabilidad la constituyan factores diferentes de los contenidos en dichos 
documentos, sólo alguno de ellos, el más bajo precio o el plazo ofrecido. El menor plazo 
que se ofrezca inferior al solicitado en los pliegos, no será objeto de evaluación. 

El administrador efectuará las comparaciones del caso mediante el cotejo de los 
diferentes ofrecimientos recibidos, la consulta de precios o condiciones del mercado y 
los estudios y deducciones de la entidad o de los organismos consultores o asesores 
designados para ello. 

En caso de comparación de propuestas nacionales y extranjeras, se incluírán los 
costos necesarios para la entrega del producto terminado en el lugar de su utilización. 

ARTICULO 30. De la estructura de los procedimientos de selección. La licitación 
o concurso se efectuara conforme a las siguientes reglas: 

1. El jefe o representante de la entidad estatal ordenará su apertura por medio de 
acto administrativo motivado. 

De conformidad con lo previsto en el numeral 12 del artículo 25 de esta ley, la 
resolución de apertura debe estar precedida de un estudio realizado por la entidad 
respectiva en el cual se analice la conveniencia y oportunidad del contrato y su 
adecuación a los planes de inversión, de adquisición o compras, presupuesto y ley de 
apropiaciones, segón el caso. Cuando sea necesario, el estudio deberá estar acompaña­ 
do, además, de los diseños, planos y evaluaciones de prefactibilidad o factibilidad. 

2. La entidad interesada elaborara los correspondientes pliegos de condiciones o 
términos de referencia, de conf orrnidad con lo previsto en el numeral 5º del artículo 24 
de esta ley, en los cuales se detallarán especialmente los aspectos relativos al objeto del 
contrato, su regulación jurídica, los derechos y obligaciones de las partes, la determina­ 
ción y ponderación de los factores objetivos de selección y todas las demás circunstan­ 
cias de tiempo, modo y lugar que se consideren necesarias para garantizar reglas 
objetivas, claras y completas. 

3. Dentro de los diez ( l 0) a veinte (20) días calendario anteriores a la apertura de la 
licitaci6n o concurso, se publicarán hasta tres (3) avisos con intervalos entre dos (2) y 
cinco (5) días calendario, según lo exijan la naturaleza, objeto y cuantía del contrato, en 
diarios de amplia circulación en el territorio de jurisdicción de la entidad o, a falta de 
éstos, en otros medios de comunicación social que posean la misma difusión. 

En defecto de dichos medios de comunicación, en los pequeños poblados, de 
acuerdo con los criterios que disponga el reglamento, se leerán por bando y se fijaran por 
avisos en los principales lugares públicos por el término de siete (7) días calendario, 
entre los cuales debed incluir uno de los días de mercado en la respectiva población. 

Los avisos contendran información sobre el objeto y características esenciales de la 
respectiva licitación o concurso. ' 

4. Dentro de los tres (3) días hábiles siguientes al inicio del plazo para la presenta­ 
ción de propuestas y a solicitud de cualquiera de las personas que retiraron pliegos de 
condiciones o términos de referencia, se celebrará una audiencia con el objeto de 
precisar el contenido y alcance de los mencionados documentos y de oír a Jos interesa­ 
dos, de lo cual se levantará un acta suscrita por los intervinientes. 

Como resultado de lo debatido en la audiencia y cuando resulte conveniente, el jefe 
o representante de la entidad expedid las modificaciones pertinentes a dichos documen­ 
tos y prorrogara, si fuere necesario, el plazo de la licitación o concurso hasta por seis (6) 
días hábiles. 

Lo anterior no impide que dentro del plazo de la licitación o concurso, cualquier 
interesado pueda solicitar aclaraciones adicionales que la entidad contratante responderá 
mediante comunicación escrita, copia de la cual enviará a todas y cada una de las 
personas que retiraron pliegos o términos de referencia. 

5. El plazo de la licitación o concurso, entendido como el término que debe 
transcurrir entre la fecha a partir de la cual se pueden presentar propuestas y la de su 
cierre, se señalará en los pliegos de condiciones o términos de referencia, de acuerdo con 
la naturalez.a, objeto y cuantía del contrato. 

Cuando lo estime conveniente la entidad interesada o cuando lo soliciten las dos 
terceras partes de las personas que hayan retirado pliegos de condiciones o términos de 
referencia, dicho plazo se podrá prorrogar, antes de su vencimiento, por un término no 
superior a la mitad del inicialmente fijado. 

6. Las propuestas deben referirse y sujetarse a todos y cada uno de los puntos 
contenidos en el pliego de condiciones o términos de referencia. Los proponentes 
pueden presentar alternativas y excepciones técnicas o económicas siempre y cuando 
ellas no signifiquen condicionamientos para la adjudicación. · 

7. De acuerdo con la naturaleza, objeto y cuantía del contrato, en los pliegos de 
condiciones o términos de referencia, se señalara el plazo razonable dentro del cual la 
entidad deberá elaborar los estudios técnicos, económicos y jurídicos necesarios para la 
evaluación de las propuestas y para solicitar a los proponentes las aclaraciones y 
explicaciones que se estimen indispensables. 
­­ 8. Los informes de evaluación de las propuestas permanecerán en la secretaría de la 
entidad por un término de cinco (5) días hábiles para que los oferentes presenten las 
observaciones que estimen pertinentes. En ejercicio de esta facultad, los oferentes no 
podrán completar, adicionar, modificar o mejorar sus propuestas. 

9. Los plazos para efectuar la adjudicación y para la firma del contrato se señalarán 
en los pliegos de condiciones o términos de referencia, teniendo en cuenta su naturaleza 
�ye�. ' 

El jefe o representante de la entidad podrá prorrogar dichos plazos antes de su 
vencimiento y por un término total no mayor a la mitad del inicialmente fijado, siempre 
que las necesidades de la administración así lo exijan. 

Dentro del mismo término de adjudicación, podrá declararse desierta la licitación o 
concurso conforme a lo previsto en este estatuto. 

10. En el evento previsto en el artículo 273 de la Constitución Política, la adjudica­ 
ción se hará en audiencia pública. En dicha audiencia participarán el jefe de la entidad o 
la persona en quien, conforme a la ley, se haya delegado la facultad de adjudicar y, 
además, podrán intervenir en ella los servidores públicos que hayan elaborado los 
estudios y evaluaciones, los proponentes y las demás personas que deseen asistir. 
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ARTICULO 7o. ­Profesionalismo. La actividad policial es una profesión. Sus 
servidores deberán recibir una formación académica integral, de tal forma que les 
permita una promoción profesional, cultural y social, con acento en los derechos 
humanos, la ínstruccién ética, ecológica, de liderazgo y de servicio comunitario. 

Todo miembro de la Policía Nacional, de acuerdo con su rango, será capacitado 
integralmente en academias y centros de formación especializada integral. Su formación 
técnica y académica abarcará, entre otras, nociones de derecho y entrenamiento de tareas 
de salvamento y ayuda ciudadana. 

ARTICULO 80. Obligatoriedad de intervenir. El personal uniformado de la Poli­ 
cía Nacional, cualquiera que sea su especialidad o circunstancia en que se halle, tiene la 
obligación de intervenir frente a los casos de Policía, de acuerdo con la Constitución 
Política, el presente estatuto y demás disposiciones legales. 

CAPITULO II 

Subordinadón 
. . 

ARTICULO 9o. Del Presidente. El Presidente de la Repéblica, como suprema 
autoridad administrativa, es el jefe superior de la Policía Nacional, atribución que podrá 
ejercer por conducto de las siguientes instancias: 

a) El Ministro de Defensa Nacional; 
b) El Director General de la Policía. 
ARTICULO 10. Del Ministro de Defensa. Para los efectos de dirección y mando, 

la Policía Nacional depende del Ministro de Defensa. 
ARTICULO 11. Del Director General de la Policía. El Director General de la 

Policía Nacional es de libre nombramíeoto y remoción del 'Presidente de la República. 
Para ser Director General de la Institución, se requiere ser oficial general de la Policía, en 
servicio activo, en las especialidadesde policía urbana, policía rural o policía judicial. 

ARTICULO 12. De las autoridades polfticas. El Gobernador y el Alcalde son las 
primeras autoridades de Policía en el Departamento y el Municipio, respectivamente. La 
Policía Nacional cumplirá con prontitud y diligencia las órdenes que éstas le impartan 
por conducto del respectivo comandante o quien haga sus veces. 
. Los gobernadores y alcaldes deberán diseñar y desarrollar planes y estrategias 
integrales de seguridad con la Policía Nacional, atendiendo las necesidades y circunstan­ 
cias de las comunidades bajo su jurisdicción. . 

ARTICULO 13. De los comandantes departamentales y municipales. El mando 
operativo sen\ ejercido por los comandantes departamentales y municipales. 

ARTICULO 14. Del Consejo Nacional de Policía y Seguridad Ciudadana. Créase 
un Consejo Nacional de Policía y Seguridad Ciudadana que desarrollará las siguientes 
funciones: 

­ Recomendar las políticas del Estado en materia de seguridad de la comunidad 
estableciendo planes y responsabilidades entre las diferentes entidades comprometidas: 

­ Adoptar y disponer medidas tendientes a satisfacer las necesidades de la Policía 
Nacional, para el eficaz cumplimiento de su misión.· 

­ Establecer y adoptar mecanismos de revisión interna, tendientes ·a evaluar, 
controlar y mejorar la prestación del servicio. 

­:­­ Coordinar y hacer seguimiento del desarrollo de las diferentes acciones interins­ 
titucionales, en función de las políticas establecidas en materias de policía y seguridad 
ciudadana. ­ 

­ Regular de manera equilibrada la doble función que desarrolla la Policía en los 
aspectos de prevención y control de delitos y contravenciones, así como formular 
recomendaciones relacionadas con el servicio de policía y la seguridad en general. 

. ­ Recomendar políticas y normas técnicas que garanticen el manejo transparente, 
eficiente y oportuno de la información de que dispone, de acuerdo con las normas 
legales. 

­ Solicitar y atender los informes que presente el Director General de la Policía 
Nacional, formulando recomendaciones sobre los mismos. 

­ Velar porque la institución policial como organización de naturaleza civil 
cumpla su fin primordial de mantener las condiciones necesarias para el ejercicio de lo� 
derechos y libertades püblícas, asegurando que los habitantes de Colombia convivan en 
paz. 

­ Expedir su reglamento y ­ejercer las demás funciones que por su naturaleza le 
correspondan. 

ARTICULO 15. Confonnación. El Consejo Nacional de Policía y Seguridad 
Ciudadana está conformado por: 

­ El Presidente de la República 
­ El Ministro de Gobierno· 
­ El Ministro de Defensa 
­ El Ministro de Justicia 
­ El Director General de la Policía Nacional 
­ El Comisionado Nacional para la Policía 
­ Un Gobernador ­· 
­ Un Alcalde. 
La asistencia será personal y directa. 
El Gobernador y el Alcalde serán designados por la Conferencia Nacional de 

Gobernadores, y la Federación Colombiana de Municipios, respectivamente. Su esco­ 
gencia será por el término de un año y no podrdn ser reelegidos durante su período legal. 

Podrán ser invitados el Procurador General de la Nación, el Fiscal General y el 
Defensor del Pueblo. También podrán ser invitados a participar en el Consejo, ciudada­ 
nos, voceros de los gremios, asociaciones no gubernamentales o funcionarios que por 
razones del tema que se vaya a considerar sean requeridos por el Presidente de la 
República. · 

Este Consejo se reunirá en sesión ordinaria, como núnimo, tres veces al año. 
ARTICULO 16. Atribuciones y obligaciones de los Gobernadores y Alcaldes en 

relación .con los Comandantes de Policía. 

l. Proponer medidas y reglamentos de policía, de conformidad con la Constitución 
y la Ley, a la Asamblea Departamental o al Concejo Municipal, según el caso, y 
garantiz_ar su cumplimiento. 

2. Impartir órdenes a la Policía Nacional atinentes al servicio, por conducto del 
respectivo comandante. . 

3. Disponer con el respectivo comandante de la Policía el servicio de vigilancia 
urbana y rural. 

4. Promover en coordinación con el comandante de la Policía, programas y 
actividades encaminados a fortalecer el respeto por los derechos humanos y los valores 
�os. ­ 

S. Solicitar al comandante de la Policía informes sobre las actividades cumplidas 
por la institución en su jurisdicción. 

6. Emitir un concepto en forma periódica sobre el desempeño del comandante de la 
Policía. · 

7. Convocar y presidir el Consejo de Seguridad Departamental o Municipal y 
desarrollar los planes de seguridad ciudadana y orden público que apruebe el respectivo 
Consejo. 

8. Verificar el cumplimiento del Código Nacional de Policía y Códigos Regiona­ 
les, en cuanto al conocimiento y corrección de contravenciones por parte de los 
comandantes de estación. · 

9. Solicitar el cambio motivado del comandante titular de la Policía que se halle en 
ejercicio de sus funciones. 

­ 10. Pedir a las instancias competentes que se investigue disciplinariamente a los 
oficiales, suboficiales y agentes que presten sus servicios en la respectiva jurisdicción. 

1 1 . Analizar las necesidades de la Policía Nacional y promover ante la Asamblea 
Departamental o ante el Concejo Municipal, según el caso, la destinación de partidas 
presupuestales para el efecto. 

PARAGRAFO lo. Se autoriza la creación de comités, a nivel departamental, 
presididos por el Gobernador e integrados además, por el comandante del departamento 
de Policía y Metropolitano en su caso, el alcalde de la ciudad capital, otros dos alcaldes y 
el Secretario de Hacienda del departamento, con la finalidad de analizar el presupuesto 
nacional asignado a la unidad y con base en ello solicitar, a través de las autoridades 
competentes, a la Asamblea y a los Concejos Municipales, los apoyos presupuestales 
necesarios. · 

PARAGRAFO 2o. Tal como lo establece la Constitución Nacional, para la conser­ 
vación del orden público y su restablecimiento donde fuere turbado, los actos y órdenes 
del Presidente de la República se aplicarán de manera inmediata y de preferencia sobre 
las de los gobernadores y alcaldes; así como los actos y órdenes de los gobernadores se 
aplicarán de igual manera, y con los mismos efectos, en relación con las de los alcaldes. 

ARTICULO 17. Deberes y obligaciones de los comandantes de Policía en relación 
con las autoridades político­administrativas del departamento y del municipio: 

l. Reconocer al gobernador o al alcalde, una vez elegidos y posesionados. 
· 2. Asumir su función ante el gobernador o el alcalde, una vez sea destinado a la 

jurisdicción correspondiente. · 
· 3. Presentar a consideración del gobernador o del alcalde el plan de seguridad de la 

Poljcía en la respectiva jurisdicción, así como los resultados de las operaciones destina­ 
das a combatir la criminalidad en el departamento o municipio. 

4. Informar diariamente al gobernador o al alcalde sobre las situaciones de altera­ 
ción del orden público en la jurisdicción y asesorarlo en la solución de los mismos. 

S. Informar periódica y oportunamente al gobernador o al alcalde, según el caso, 
sobre movimientos del pie de fuerza policial dentro de la respectiva jurisdicción. 

6. Asistir al Consejo de Seguridad Departamental o Municipal y ejecutar los planes 
que en materia de Policía disponga el respectivo Consejo a través del gobernador y el 
alcalde. Esta asistencia es indelegable . 

7. Prestar el apoyo y asesoramiento al gobernador o alcalde en la aplicación de las 
medidas contempladas en los códigos de policía. 

8. Proponer al alcalde el cierre de establecimientos públicos, de acuerdo con las 
disposiciones del Código Nacional de Policía. 

9. Por razones excepcionales de seguridad, recomendar al gobernador o al alcalde 
para su aprobación, las restricciones temporales en la circulación por vías y espacios 
públicos. 

10. Presentar informes al alcalde sobre deficiencias en servicios públicos. 
11. Atender los requerimientos mediante los cuales el gobernador o el alcalde 

solicitan la iniciación de investigaciones de tipo disciplinario contra miembros de la 
institución, y presentar los resultados definitivos de tales investigaciones. 

TITULO IIl 

ESTRUCTURA Y FUNCIONES GENERALES 

CAPITULO I 
Estructura' 

Artículo 18 . .Estructura. La Policía Nacional tendrá la siguiente organi7.ación: 
­ Dirección General. 
­ Subdirección General. 
­ Subdirecciones especializadas por lkeas de servicio, así; 

Subdirección de Recursos Humanos. 
Subdirección Operativa. 
Subdirección de Policía Urbana. 
Subdirección de Carabineros o Policía Rural. 
Subdirección de Policía Judicial e Investigación. 
Subdirección de Servicios Especializados. 
Subdirección de Participación Comunitaria. 
Subdirección Admini_strativa y Financiera. 
Subdirección Docente. 
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CAPITULO II 

Funciones 

. ARTICl!LO 19. Funciones generales. La Policía Nacional está instituida para 
proteger a todas las personas residentes en Colombia, garantizar el ejercicio de las 
libertades públicas y los derechos que de éstas se deriven, prestar el auxilio que requiere 
la ejecución de las leyes y las providencias judiciales y administrativas, y ejercer, de 
manera permanente, las funciones de: Policía Judicial, respecto de los delitos y contra­ 
venciones; educativa, a través de orientación a la comunidad en el respeto a la ley; 
preventiva, de la comisión de hechos punibles; de solidaridad, entre la policía y la 
comunidad; de atención al ·menor, de vigilancia urbana, rural y cívica; de coordinación 
penitenciaria; y, de vigilancia y protección de los recursos naturales relacionados con 12. 
calidad del medio ambiente, la ecología y el omato pr1blico, en los ámbitos urbano y 
rural. 

· ARTICULO 20. Desarrollo de la estructura. El Gobierno Nacional desarrollará la 
estructura a que se refiere el artículo 18 y las funciones establecidas en el artículo anterior 
tenien�o en cuenta criterios que respondan a la especialización de la carrera policial, 
eficacia y desarrollo de mecanismos de participación comunitaria. 

TITULO IV 

MECANISMOS DE CONTROL 

ARTICULO 21. Comisionado Nacional. Créase el cargo de Comisionado Nacional 
para la Policía, el cual tendrá por objeto ejercer la vigilancia del régimen disciplinario y 
operacional y tramitar las quejas de la ciudadanía, sin perjuicio de la vigilancia que les 
corresponde a los organismos de control. 

El Comisionado Nacional para la Policía ejercerá las funciones de veeduáa ciuda­ 
dana y vigilancia del régimen disciplinario y operaciones policiales, verificando el 
��cto cumplimiento de leyes,.decrctos, reglamentos, resoluciones, directivas, dispo­ 
siciones, órdenes y demás normas expedidas por el Director General para el correcto 
funcionamiento de las unidades orgánicas estructurales de la Institución y de ésta en 
conjunto. 

Estas actividades se cumplirán con dependencia funcional de la Dirección General, 
en �os aspectos operativos y de coordinación en lo relacionado con el régimen díscipli­ 
nano. · 

El Gobierno Nacional determinará la estructura de la oficina del Comisionado 
Nacional para la Policía Nacional, así como las funciones inherentes a su cargo. 

ARTICULO 22. Calidades del Comisionado Nacional para la Policía. El Comisio­ 
nado Nacional para la Policía será un funcionario no uniformado, que reúna las calidades 
para ser magistrado de la Corte Suprema de Justicia. 

ARTICULO 23. Nombramiento del Comisionado Nacional para la Policía. El 
· Comisionado Nacional para la Policía, será nombrado por el Presidente de la República, 
de tema conformada por el Consejo Nacional de Policía y Seguridad Ciudadana. La 
selección se hará en reunión a la cual no asistirá el Director General de la Policía 
Nacional. El Comisionado será removido discreciona1mente por el Presidente de la 
República. 

ARTICULO 24. Funciones del Comisionado NacioDJJl para la Policía. Son funcio­ 
nes del Comisionado Nacional para la Policía: 

1. Analizar el universo de quejas que la ciudadanía formule en tomo al funciona­ 
miento de la Policía y proponer políticas y procedimientos para darles un curso apro­ 
piado. 

2. Recibir y tramitar las quejas de la ciudadanía y de las autoridades poll'.ticas en 
relación con el servicio de policía. 

3. Ser la máxima instancia de la vigilancia y control disciplinario internos. 
4. Ordenar y supervisar las investigaciones penales contra miembros de la Policía 

Nacional por hechos cometidos en actos o con ocasión del servicio, con el fin de asegurar 
una pronta y cumplida justicia. 

5. Vigilar la conducta de los miembros de la Institución, realizando los controles 
necesaríos, para que se hagan rectificaciones, se cambien comportamientos y mejoren 
conductas, todo en orden a garantizar el rendimiento, la ética, la disciplina y la eficacia, 
ejerciendo las atribuciones disciplinarias de acuerdo con la competencia que le fija el 
reglamento.· 

6. Velar porque las actividades operativas se desarrollen dentro del marco de la 
legalidad, de conformidad con los planes establecidos, procurando resultados eficaces 
en la prestación de servicios a la comunidad, y verificando el estricto cumplimiento de la 
Constitución, las leyes, los decretos, reglamentos, resoluciones, directivas, disposicio­ 
nes, órdenes y normas para el correcto funcionamiento de las\nidades de policía a ni ver 
nacional. 

7. Presentar un informe anual al Congreso. 
8. Evaluar y hacer diagnóstico, sobre los problemas de la Institución y adoptar 

medidas urgentes y eficaces para su solución. 
9. Las demás funciones inherentes al cargo y por los procedimientos que determine 

el Gobierno. 

TITULO V 

SISTEMA NACIONAL DE PARTICIPACION CIUDADANA 

ARTICULO 25. Sistema Nacional. La Policía Nacional desanollará un sistema 
nacional integral de participación ciudadana, institucional y descentralizada, con el 
objeto de fortalecer las relaciones entre el ciudadano y la Institución, estableciendo 
mecanismos efectivos que permitan que se expresen y sean atendidos distintos intereses 
sectoriales y regionales atinentes al servicio de Policía y a la seguridad ciudadana. · 

ARTICULO 26. Comisión Nacional de Policía y Participación Oudadana. Créase 
la Comisión Nacional de Policía y Participación ciudadana como mecanismo del más 
alto nivel encargado de orientar y fiscalizar las relaciones entre la ciudadanía la Policía 
Nacional y las autoridades administrativas. Esta comisión tiene por objeto ;tender las 
necesidades de distintos grupos sociales en relación con los asuntos de Policía emitir 
opiniones sob": �I conjunto �e �ormas procedimentales y de comportamie�to que 
regulan los servicios de la Institución y promover las investigaciones a que haya lugar. 

ARTICULO 27. Composición. La Comisión Nacional de Policía y participación 
ciudadana estará integrada por: ., 

­ El Ministro de Defensa Nacional. 
. ­ El �inistro o Ministros que designe el Presidente de la República según las 

círcunstancías. . 
­ El Director de la Policía Nacional. 
­ El Comisionado Nacional para la Policía. 
­ El Subdirector de Participación Comunitaria. 
­ El Defensor del Pueblo. 
­ Un Gobernador Delegado por la Conferencia Nacional de Gobernadores. 
­ Un Alcalde delegado por la Federación Colombiana de Municipios. 
­ El Presidente de la Federación de Organismos no Gubernamentales. 
­ Un representante de los medios de comunicación social. 
­ ·Un representante del sector sindical. 

. ­ _un representan� gremial por c�a sector, así: del comercio, de la prod�ión 
industrial y agropecuana y de los servicios y transporte. 

­ Un representante del campesinado designado por las respectivas organizaciones. 
­: U� representante de las­comunidades indígenas designado por las respectivas 

orgamzacíones. 
­: U� representante de las comunidades negras designado por las respectivas 

orgamzaciones. 
­ Un representante que designe el movimiento comunal. 
­ Un representante de las universidades. . 
­ Un representante de los movimientos juveniles. 
­ Un representante de las organizaciones femeninas. 
­ Un representante de las organizaciones de Derechos Humanos. 
­ Un representante de las organizaciones de educadores. 
­ Un representante de las agremiaciones de retirados de la policía. 
­ Un representante de las organizaciones de la tercera edad. 
­ Un representante de los limitados físicos. 
PARAGRAFO. El Presidente de la República, mediante decreto, determinará la 

forma de escogen�ia de �os delegados en aquellos sectores que no la tengan establecida y 
refrendará las designaciones de los representantes no gubernamentales de la sociedad 
civil ante la Comisión Nacional. 

ARTICULO 28. Funciones. Son funciones básicas de la Comisión Nacional de 
Policía y de Participación Ciudadana: 

1. Proponer políticas para fortalecer la acción preventiva de la Policía frente a Ja 
�i_ed�, así como prevenir la comisión de faltas y delitos por parte de miembros de la 
institucién. 

�­ �pone� polí�c�� y mecanismos tendientes a determinar en forma prioritaria 
una orientación ética, civilista, democrática, educativa y social en la relación Comu­ 
nidad­Policía. 

. �. Supervisar la conformación y actividad de las comisiones departamentales y 
municipales, q� se establezcan en desarrollo de esta ley. El Gobierno Nacional podrá 
sus�nder o disolv�r en cual�uier momento tales comisiones por razones de orden 
público o cuando circunstancias especiales así Jo ameriten. 

4. Promover la participación ciudadana en los asuntos de policía en los niveles 
nacional, departamental y municipal. · 

5. �ecomendar el �iseño de mecanismos, planes y programas para asegurar el 
compromiso de la comumdad con la policía. 

. 6. Canalizar a través de todo el sistema nacional de participación ciudadana las 
queJ�. Y �]amos de pe�n� naturales y jurídicas y de las autoridades político­ 
administretivas ante el Comisionado.Nacíonal para la policía. · 

? . Proponer y .c?°rdinar con la Defensoría del pueblo el desarrollo de programas 
educativos en la policía y la comunidad sobre derechos humanos. 

8. Recomendar programas de desarrollo, salud, vivienda, educación y bienestar 
del personal de Ja institución. 

9. Propender porque el personal de agentes de la P�licía Nacional preste el 
servicio en sus regiones de origen. 

10. R�mend!ll'políticas qu� garanticen el manejo transparente, eficiente y opor­ 
tuno de la información que recopila y maneja la policía en áreas de interés público. 

� ARAGRAFO. El Gobierno señalará funciones afines y complementarias a las 
antenores. 

AR���LO 29. <;omisiones departamentales y municipales. En los departamen­ 
t�s, mumc1p10� r localidades que Jo requieran. existirán comisiones de participación 
c1ud�ana pre�1d�das por gobernadores, alcaldes, y las autoridades correspondientes. El 
<;iob1emo �terminará la composición de las comisiones, previo concepto de las respec­ 
tivas autondades político­administrativas. 

TITULO VI 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 30. Relaciones con las Fuerzas Militares. En sus relaciones con las 
Fuerzas Militares, la Policía Nacional procederá de conformidad con los preceptos 
constitucionales y legales. . 

ARTICULO 31. Apoyo de autoridades departamentales y municipales. Las auto­ 
rid�s depart�n�es y mu?icipal� pod� ':°ºtribuir para la adqu!sición de equipos, 
dotaciones, mejoramiento de instalaciones, vivienda fiscal, apoyo logístico y de bienes­ 
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tar de la Policía Nacional. También podrán celebrar convenios con la Nación para 
mejorar la seguridad pública sin perjuicio de las obligaciones que correspondan a 
aquélla. 

ARTICULO 32. Recursos presupuestales. El Gobierno Nacíonal apropiará los 
recursos fiscales indispensables para asegurar el cumplimiento inmediato de la presente 
ley. · 

El Gobierno Nacional establecerá las pautas y los criterios bajo los cuales se 
desarrollará el artículo 13 de la Ley 4" de 1992. La nivelación salarial para agentes con 
más de cinco (5) años de servicio se anticipará para 1994 y 1995. 

ARTICULO 33. Seguridad social. Créase un establecimiento público del orden 
nacional para atender la seguridad social y bienestar para la Policía Nacional adscrito al 

. Min_isterio de Defensa, encargado de �sarrollar los siguientes programas:' 
a) Salud; 
b) Bducacién;; 
e) Recreación; 
d) Vivienda propia y vivienda fiscal; 
e) Readaptación laboral y subsidios para los discapacitados físicos. 
ARTICULO 34. Superintendencia de Vigilancia y SeguridaJ1 Privada. Créase la 

Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada adscrita al Ministerio de Defensa. 
Con el objeto de atender los gastos necesarios para el manejo y funcionamiento de 

esta Superintendencia, se establece una contribución a cargo de las entidades vigiladas, 
la cual deberá ser" exigida por el Superintendente de Vigilancia y Seguridad Privada el 1 • 
de febrero y el 1 º de agosto de cada año o antes y depositada por los vigilados en la 
Dirección General del Tesoro a su favor. 

La contribución guardará proporción respecto de los activos de la empresa, utilida­ 
des, número de puestos vigilados y costo de la vigilancia, de acuerdo con las modalida­ 
des de los servicios prestados y segün éste se destine a terceros o a la seguridad interna de 
una empresa. 

ARTICULO 35. Facultades extraordinarias. De conformidad con el numeral 10 
del artículo 150 de la Constitución Política, revístese al Presidente de la República de 
precisas facultades extraordinarias, hasta por el ténnino de seis (6) meses contados a. 
partir de la promulgación de la presente ley, para los siguientes efectos: 

1. Modificar las nonnas de carrera del personal de oficiales, suboficiales y agentes 
de la Policía Nacional en las siguientes materias: 

a) Jerarquía, clasificación y escalafón. En cuanto a oficiales y suboficiales el 
Gobierno detenninará los niveles jerárquicos, la clasificación y los requisitos para 
acceder a cada uno de ellos. 

En cuanto a los agentes se establecerá un escalafón que pennita mayor motivación y 
mejor �reparac!ón del agente, en función de la experiencia, el buen desempeño y la 
educación contmuada, que se dará a través de cursos de actualización, evaluaciones 
periódicas y promociones al menos cada cinco años; · 

b) Administración de personal. Se desarrollará en los siguientes aspectos: 
­ Ascensos 
­ Destinación 
­ Traslados 
­ Comisiones y licencias 
- Selección e ingreso. La condición académica mínima para el ingreso será la de 

bachillerato clásico o su equivalente para cualquier carrera. La edad mínima de ingreso 
será de. 18 años y máxima de 24 años para agentes. A la carrera de agentes también 

... podrán a�gresar los soldados que se hayan distinguido durante el servicio, sin el requisito 
del bach1_llerato. Igualmente podrán seleccionarse individuos hasta los 30 años por su 
trayectona destacada en actividades cívicas y de servicio social como el SENA, Defensa 
C:iv!l, Bomberos, Cruz Roja, servicios de salud; deportivos, recreativos, ecológicos y 
�1malares, siempre y cuando sean bachilleres. No habrá discriminación alguna para el 
ingreso. 

­ Fonnaci6n. La formación del personal de la institucién deberá fomentar la 
valoración del individuo, de acuerdo con el artículo 7• de la presente ley. En cuanto a los 
oficiales y suboficiales, además, se buscará incrementar la intensidad y duración de los 
cursos con los énfasis antes anotados. 

En relación con los agentes, el curso-de fonnación no será inferior a 18 meses 
distribuidos en cuatro ciclos: un primer ciclo de un año y tres ciclos adicionales de do� 
meses al cabo de cada uno de los años siguientes a la tenninación del primero. 

Los ascensos para oficiales y suboficiales se produ.cirán previa realización de 
cursos de actualización donde se acentúen con mayor intensidad y énfasis los principios 
básicos y fonnativos de esta Ley. 

El Gobierno detenninará para los agentes el número de grados del escalafón, los 
cuales se tendrán en cuenta para los niveles salariales. 

�e bus�ará increi_nentar los períodos de fonnación en todos los grados y­hacer 
énfasis en ética profesional, relaciones con las comunidades, derechos humanos, con­ 
�ación de l_os recursos naturales y ornato público. Se intensificará el perfecciona­ 
rmento profesional durante las carreras a todo nivel; 

c) Suspensión, retiro, separación y reincorporación; 
d) Reservas; 
e) Nonnas para los alumnos de las escuelas de fonnación; • 
f) Normas sobre Policía Cívica, en la modalidad de voluntarios. 
2. Con estricta sujeción a lo dispuesto en la Ley 4ª de 1992, se anticipará la 

nivelación salarial para el personal de agentes y se reestructurará el régimen prestacional 
para viudas, huérfanos e incapacitados. 

3. Modificar el reglamento de disciplina en los siguientes aspectos: 
a) Nonnas sobre ética policial; 
b) Régimen de estímulos y correctivos; 
c) Faltas; 
d) Atribuciones disciplinarias; 
e) Nonnas de procedimiento. 
�ara los efectos �e este numeral se tendrán presentes las normas de policía y su 

relación con las autondades político­administrativas y la comunidad. 

4. Modificar el reglamento de evaluación y clasificación para el personal de 
Policía Nacional en los siguientes aspectos: . 

a) Ambito de aplicación: oficiales, suboficiales, agentes y personal no unifc 
mado; · 

b) De la evaluación; 
c) Autoridades evaluadoras y revisoras; 
d) Documentos de evaluación, formularios y normas para su diligenciamiento 
e) De la clasificación; 
f) Juntas de clasificación de oficiales, suboficiales, agentes y personal no unifc 

mado; 
g) Efecruar una estricta evaluación de todo el personal de la institución. · 
5. Determinar la estructura orgánica, objetivos y funciones del establecimien 

público encargado de la seguridad social y bienestar de la Policía Nacional. 
El programa de vivienda propia deberá reestructurarse sobre un sistema que penni 

incrementar el subsidio de vivienda de interés social para los miembros de la fuer. 
pública y por otro lado, insertar los proyectos de construcción de viviendas fiscal, 
dentro de los programas gubernamentales de interés social y que incluya como apor 
algunos activos con que actualmente cuenta la institución. 

El Gobierno pondrá en marcha a través del establecimiento público un pls 
quinquenal de vivienda fiscal que contemple la construcción de por lo menos is:oc 
soluciones para ser distribuidas por todo el país. 

Esta entidad podrá celebrar convenios con instituciones públicas o privadas para : 
administración de activos en cumplimiento de los fines sociales de la institución. 

6 .. En consideración a que el personal de la Policía Nacional se encuentra afiliado 
la Caja de Vivienda Militar, modificarla en los siguientes aspectos: 

a) Definición, naturaleza, estructura orgánica y funciones; 
b) Dirección y administración; 
e) · Patrimonio y recursos; 
d) Administración y aportes; 
e) Régimen de intereses y subsidlos; 
f) Mecanismos que permitan la productividad de sus activos. 
7. Determinar la estructura orgánica, objetivos, funciones y régimen de sancione 

de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada. 
8. Crear un Fondo Nacional de Seguridad Ciudadana encargado de administn 

recursos provenientes de apones privados. El Gobierno Nacional fijará los parámetrc 
para la programación de los proyectos que con cargo a estos recursos deban desarrolle 
los departamentos y municipios a través de los respectivos fondos de seguridad. 

ARTICULO 36. Comisión especial. Las mesas directivas de ambas cámara 
designarán una comisión especial integrada así: Cinco (5) Senadores y cinco (� 
Representantes, incluidos los ponentes, con el fin de asesorar y colaborar con e 
Gobierno en el desarrollo de estas facultades, así como del artículo 32 de la presente Ley 

ARTICULO 37. Vigencia de esta Ley. La presente Ley entrará a regir a partir des 
promulgación y deroga el Decreto­ley 2137 de 1983 (julio 29) "por el cual se reorganiz 
la Policía Nacional' ', así como también las disposiciones que le sean contrarias. 

ARTICULQ TRANSITORIO. Facilitase al Ministro de Defensa hasta por u 
término de seis (6) meses para tomar las medidas necesarias mientras se adopta la nuev 
estructura de la Policía Nacional. El régimen de pensiones y sueldos de retiro, se regir 
por las nonnas vigentes, hasta tanto se expidan las disposiciones que se ordenan en J 
presente Ley . 

El Presidente del Honorable Senado de la República, 
TITO EDMUNDO RUEDA GUARJN 

El Secretario General del honorable Senado de la República, 
PEDRO PUMAREJO VEGA. 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 
CESAR PEREZ GARCIA. 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 
DJEGO VIVAS TAFUR. 

República de Colombia, Gobierno Nacional. 
Publíquese y ejecútese. 
Dada en Santafé de Bogotá, D.C., a los 12 de agosto de 1993. 

CESAR GA VlRIA TRUJIUO. 

EJ Ministro de Gobierno, 

Fabio Villegas Ramlrez. 

EJ Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
Rudolf Hommes Rodríguez. 

El Ministro de Defensa Nacional, 
Rafael Pardo Rueda. 
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2. Artículo 76 
Esta disposición señala que "las nonnas especiales que regulan los contratos de 

e�ploración y explotación de recursos renovables y no renovables, se entenderán 
Vigentes en todo aquello que no contravenga lo dispuesto en la presente ley". 

Esta norma es inconveniente, en cuanto modifica las disposiciones en materia de 
recursos natural�s no_ �novables que contienen el Código de Minas y el Código de 
Petróleos y sus disposiciones complementarias, las cuales fueron diseñadas tomando en 
consideración la naturaleza particular de tales actividades. 

�n efecto, el estatut? es �plicable a los contratos de asociación, que no dan lugar a la 
creación de una persona jurídica. Desde este punto de vista en materia de hidrocarburos 
"las disposiciones vigentes facultan a Ecopetrol para celcbr� contratos. dentro de los que 
se encuentran los de asociación, sin que para el efecto tenga que recurrir previamente a 
una licitación o concurso. 

La importancia de las actividades de exploración y exptotaeíén de hidrocarburos 
exige _que el Estado, a través de Ecopetrol, pueda seleccionar con libertad a la entidad 
con quien desea celebrar et contrato de asociación para así poder verificar las condicio­ 
nes técnicas, económicas y profesionales del contratista. De esta manera se brindan 
adecuadas garantfas de que dichos contratos se desarrollarán en condiciones acordes con 
el interés nacional. 

Es claro que los contratos de asociación, por las caracteñsticas especiales de los 
mismos no deben estar sujetos al régimen general de contratación, razón por la cual el 

PRESIDENCIA DE LA REPUBUCA 

Articulo 24 

OBJECIONES 
antafé de Bogotá, o.c., 12 de agosto de 1993 

)octores 
ORGE RAMON ELIAS NADER 
'residente H. Senado de la República 
RANCISCO JOSE JATTIN SAFAR 
'residente H. Cámara de Representantes 
OSE RAMON NAVARRO MOJICA 
'residente Comisión Cuarta Senado de la República 
'.ARLOS ARDILA BALLESTEROS 
'residente Comisión Cuarta Cámara de Representantes. 

lonorables Congresistas: 

Para sanción presidencial fue remitido por el honorable Congreso de la República el 
royecto de Ley No. 20S/92Cámara, y 149/92 Senado "por la cual se expide el Estatuto 
ieneral de la Contratación Püblica". 

Dicho Proyecto tiene por propósito desarrollar el último inciso del artículo 150 de la 
'arta para imprimir eficiencia a la gestión contractual del Estado, en el marco de los 
rincipios de transparencia, economía y responsabilidad y en armonía con los nuevos 
ostulados constitucionales sobre la función administrativa. 

Estima pertinente el Gobierno resaltar que el proyecto fue aprobado, por el H. 
'ongreso de la República luego de un intenso trabajo adelantado en las Comisiones 
:uartas y en las Plenarias de las dos Cámaras durante el cual fue enriquecido con 
nportantes y valiosos aportes de los honorables Parlamentarios quienes, conscientes de 
1 importancia de esa iniciativa para la modernización y moralización de la administra­ 
ión pública, intervinieron activamente en su discusión. 

A juicio del Gobierno el Proyecto de Ley constituye un importante y significativo 
vanee que imprimirá una nueva dinámica a la contratación pública y permitirá consoli­ 
ar la eficiencia, transparencia y responsabilidad en ese campo de la actuación estatal tan 
strechamente vinculado a la adecuada, oportuna y eficiente prestación de los servicios 
üblicos que, como lo establece la Constitución, son inherentes a la finalidad social del 
(stado. Por ello el Gobierno desea reiterar su convicción sobre las bondades del 
royecto en su conjunto y sobre su importancia para consolidar una gestión pOblica a la 
ltura de las necesidades del país y de los tiempos modernos, coincidiendo en ello con los 
,lanteamientos que en idéntico sentido han formulado diversos sectores de la opinión 
acional. · 

Ahora bien, precisamente con el ánimo de preservar en su integridad los expresados 
bjetivos y finalidades del Proyecto de Ley y evitar que ellos puedan verse desvirtuados 
or las dificultades que presentan unas pocas de sus disposiciones, se ha considerado 
rudente y necesario objetarlo parcialmente por razones de inconveniencia, en desarro­ 
io de los artículos 165 y 166 de la Constitución Política y con fundamento en las 
iguientes razones que el Gobierno se permite someter a consideración de esa honorable 
�orporación. 

El artículo 24 del Proyecto de Ley establece que la escogencia del contratista se 
fectuará siempre a través de licitación o concurso públicos, los cuales se adelantarán de 
onfonnidad con el procedimiento previsto en el articulo 30, salvo en los casos que el 
nismo estatuto establece en los cuales se puede contratar directamente. 

Este artículo es inconveniente en la medida en que por regla general somete a 
icitación o concurso los contratos que celebran en desarrollo del giro ordinario de sus 
cñvidades, las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de 
:conomía mixta. 

El objeto de la actividad de dichas entidades, así como el hecho de que actúan en 
:ompetencia con los particulares, determina la necesidad de dotarlas de mayor flexibili­ 
lad y autonomía en el campo de la gestión contractual frente a los otros entes estatales, 
on el propósito de facilitar la cabal realización de sus objetivos, dentro de un marco de 
tcción que no implique desventaja en términos de eficiencia, competencia y agilidad, 
rente a las condiciones en que los particulares cumplen o desarrollan actividades 
;imitares. De igual manera no es conveniente someter a las reglas del estatuto los 
.ontratos que celebren las empresas y las sociedades y cuyo objeto sea prestar los 
ervícios o suministrar los bienes que correspondan al desarrollo de su actividad 
ndustrial o comercial. 

Esta situación ha sido tradicionalmente reconocida por el legislador que desde 1968 
lotó a las empresas industriales y comerciales del Estado y a las sociedades de economía 
mixta de un régimen especial. . 

La flexibilidad y autonomía que requieren dichas entidades se manifiesta en materia 
(le contratación particulannente en la posibilidad de contar con normas y procedimientos 
(le selección de contratistas que correspondan a la naturaleza propia de las actividades de 
c:ada uno de dichos organismos. 

La inconveniencia de aplicar el artículo 24 a las empresas industriales y comerciales 
del Estado y a las sociedades de economía mixta se manifiesta también cuando estas 
entidades deben adquirir o vender bienes en mercados internacionales, pues estas 
negociaciones no son compatibles con la estructura de los procesos de selección 
establecida por el Proyecto de Ley. Esta situación particularmente se manifiesta en 
relació.n con aquellas empresas que cumplen actividades en el sector de los recursos 
naturales no renovables. 

En este sentido y en Jo que tiene que ver con la comercialización de hidrocarburo y 
sus derivados, es innegable que de aplicarse el procedimiento de selección previsto en el 
artículo 30 del estatuto, se podrian entrabar las negociaciones comerciales de dichos 

1 
�uctos por parte de la Empresa Colombiana de Petróleos. Piénsese, por ejemplo, que 
�icha empresa deba aplicar el sistema de licitación pública para la adquisición de ­­­­­­­­­­­­­­­­­­­­­­­­­­­­­J. gasolina motor en el mercado internacional, que es un producto de inaplazable necesidad nacio�al y, por lo mismo, estratégico para la economía del país. La gasolina motor 
constituye un produc� que se negocia en mercados internacionales especializados, 
cuyos �uctores o comercializadores no estarían dispuestos a someterse a rigurosos 
procedirruentos precontractuales, por cuanto en ese mercado las ll'allsacciones por 
razón de la inusitada variación de los precios, son exttemadamente ágiles. Lo mismo 
� Predicarse de la formalización de los negocios relativos a la compraventa de 
similares productos, los cuales en la costumbre mercantil internacional se perfeccionan 
�n la comunicación de la aceptación de la oferta por fax, télex u otros medios 
igualmente expeditos. . 

De igual manera resultaría impracticable llevar a cabo negociaciones relacionadas 
con la venta de los productos que ofrecen Ecopetro.l o Calbocol en los men:ados nacional e 
internacional, los cuales deben ser colocados aprovechando condiciones favorables del 
mismo, lo que implica necesariamente concretar oportunidades econónúcas imposterga­ 
bles, que no podrían estar supeditadas a los rigurosos procedimientos de contratación. 

Es importante anotar además que el artículo 24 es inconveniente en cuanto somete a 
los �mientos del es!aluto los ��tratos que deban celebrar las empresas para 
sumímstrar a terceros los biene� y servicios que constituyen el objeto de su actividad, lo 
cual deben hacer en competencia con los particulares y en consecuencia con un régimen 
análogo al de los mismos. 

En síntesis, las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de 
economía mixta, requieren para el cabal cumplimiento de su gestión, industrial o 
.c�merc_ial, dis�ner de �anismos dinámicos de contratación que se adapten al escena­ 
no nacional e internacional en el cual deben desarrollar sus actividades. 

No sería congruente pues que el nuevo estatuto que pretende precisamente imprimir 
mayor agilidad y eficiencia a la actividad contractual del Estado en un marco de 
transparencia, economía y responsabilidad, adopte una solución restrictiva en relación 
con la contrat�ión de los mencionados organismos, a los cuales tradicionalmente la ley 
les ha reconocido un margen de autonomía y flexibilidad en ese campo de la contrata« 
ción. 

De �ta manera no resulta conveniente someter la formación de los contratos que 
estas entidades deban celebrar en desarrollo del giro ordinario de su actividad industrial o 
comercial a_la licitac!ón o al concurso, prevista en el artículo 30 del proyecto. 

Es. pertinente senalar que p�a el Gobierno es claro que las empresas industriales y 
coi_nerc1ales del �tado y las ­�iedades de economía mixta con capital público mayori­ 
�o debc;n cumphr en su actividad contractual los principios de economía y responsabi­ 
hdad, asr como someterse a las normas generales del estatuto sobre inhabilidades e 
incompatibilidades, selección objetiva, solución directa de controversias contractuales 
y! ?bviame�te,. �l régimen de controles, entre otros aspectos. Igualmente deberían 
a�hcar el pnncipio de transparencia sujetándose a los procedimientos de contratación 
directa que en desarrollo de la ley se establezcan. 

El honorable Congreso de la República ha sido consciente de la necesidad de 
establecer en algunos casos normas especiales que aseguren a las mencionadas entidades 
1� adopción de procedimientos ágiles y expeditos de contratación. Así se manifiesta, por 
ejemplo, en el sector de las telecomunicaciones, que es quizás una de las actividades que 
demanda �ayor dinamismo en este momento, por razón de la tecnología de punta que en 
él se mane�a y e� donde se presenta una gran competencia. En efecto, fue en atención a 
estas considerac1�ncs que el �onorable Cong�so aprobó el artículo 38 del estatuto que 
contempla un régimen especial para las empresas o entidades de dicho sector en virtud 
del cual se les recon�e. en �I �arco de los principios y finalidades de la ley, cierta 
autonomía _para �finir procedimientos de seleecíén, estipulación de cláu.sulas excepcio­ 
nales y senal8;ffi1cnto de_ cuantías para la celebración de contratos, de tal manera que 
puedan cumphr sus funciones y desarrollar sus actividades en condiciones adecuadas de 
competitivi�, agilidad y �ficiencia. De igual manera, el estatuto dispone que las 
normas del mismo no se aplicarán a los contratos que celebren los establecimientos de 
crédito, las compañías de seguros y las demás entidades financieras de carácter estatal 
que co�spondan al giro ordinario de las actividades propias de su objeto. 

. ��i las co�, den� del contexto del estatuto de contratación, y con sujeción a los 
�c1p1os que ngen el mis�o, las empresas industriales y comerciales del Estado y las 
s�1�es � econo�a. mix� debe� poder celebrar los contratos correspondientes al 
giro ordinario de su actividad mdustríal o comercial sin tener que recurrir a la licitación o 
al concurso en la fonna prevista en el artículo 30 del estatuto contractual. 
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De la audiencia se levantará un acta en la que se dejará constancia de las delibera­ 
ciones y decisiones que en el desarrollo de la misma·se hubieren producido. 

11. El acto de adjudicación se hará mediante resolución motivada que se notificará 
personalmente al proponente favorecido en la fonna y términos establecidos para los 
actos administrativos y. en el evento de no haberse realizado en audiencia pública, se 
comunicará a los no favorecidos dentro de los cinco (5) días calendario siguientes. 

El acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario. 
12. Si el adjudicatario no suscribe el contrato correspondiente dentro del término 

que se haya señalado, quedará a favor de la entidad contratante, en cal!dad de sanción. el · 
valor del depósito o garantía constituidos para responder por la seriedad de la propuesta, 
sin menoscabo de las acciones legales conducentes al reconocimiento de perjuicios 
causados y no cubiertos por el valor de los citados depósito o garantía. 

En este evento, la entidad estatal mediante acto administrativo debidamente moti­ 
vado, podrá adjudicar el contrato, dentro de los quince(15) días siguientes, al proponen­ 
te calificado en segundo lugar, siempre y cuando su propuesta sea igualmente favorable 
para la entidad. 

PARAGRAFO. Para los efectos de la presente Ley se entiende por licitación 
pública el procedimiento mediante el cual la entidad estatal formula pl1blicamente una 
convocatoria para que, en igualdad de oportunidades, los interesados presenten sus 
ofertas y seleccione entre ellas la más favorable. Cuando el objeto del contrato consista 
en estudios o trabajos técnicos, intelectuales o especializados, el proceso de selección se 
llamará concurso y se efectuará también mediante invitación pública. 

ARTICULO 31. De la publicación de los actos y sentencias sancionatorias. La 
parte resolutiva de los actos sancionatorios, una vez ejecutoriados, se publicará por dos 
(2) veces en medios de comunicación social escrita con amplia circulación en el territorio 
de jurisdicción de la entidad estatal respectiva y se comunicará a la Cámara de Comercio 
en que se encuentre inscrito el contratista sancionado. También se publicará en el Diario 
Oficial y se comunicará a la Procuraduría General de la Nación. 

Ante la ausencia de estos medios de comunicación se anunciará por bando público 
en dos (2) días de mercado diferentes. 

La publicación a que se refiere el presente artículo correrá a cargo del sancionado. 
Si éste no cumple con tal obligación, la misma se hará por parte de la entidad estatal, la 
cual repetirá contra el obligado. . _ 

111. Del contrato estatal 
ARTICULO 32. De los contratos estatales. Son contratos estatales todos los actos 

jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el 
presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o 
derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título · 
enunciativo, se definen a continuación: 

lo. Contrato de obra. . 
Son contratos de obra los que celebren las entidades estatales para la construcción, 

mantenimiento. instalación y, en general. para la realízación de cualquier otro trabajo 
material sobre bienes inmuebles, cualquiera que sea la modalidad de "ejecución y pago. 

En los contratos de obra que hayan sido celebrados como resultado de un proceso de 
licitación o concurso püblícos, la interventoría deberá �er contratada con una persona 
independiente de la entidad contratante y del contratista. quien responderá por los 
hechos y omisiones que le fueren imputables en los términos previstos en el artículo 53 
del presente estatuto. 

2o. Contrato de consultoría 
Son contratos de consultoría los que celebren las entidades estatales referidos a los 

estudios necesarios para la ejecución de proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, 
prefactibilidad o factibilidad para­programas o proyectos específicos, así como a las 
asesorías técnicas de coordinación, control y supervisión. 

Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría, 
asesoría, gerencia de obra o de proyectos. dirección. programación y la ejecución de 
diseños. planos, anteproyectos y proyectos. 

Ninguna orden del interventor de una obra podrá darse verbalmente. Es obligatorio 
para el interventor entregar por escrito sus órdenes o sugerencias y ellas deben enmarcar­ 
se dentro de los términos del respectivo contrato. 

3o. Contrato de prestación de servicios. 
Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales 

para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la 
entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas 
actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos 
especializados. 

En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales.y se 
celebrarán por el término estrictamente indispensable. 

4o. Contrato de Concesión 
Son contratos de concesión los que celebran las entidades estatales con el objeto de 

otorgar a una persona llamada concesionario la prestación, operación, explotación, 
organización o gestión, total o parcial, de un servicio público, o la construcción, 
explotación o conservación total o parcial. de una obra o bien destinados al servicio o uso 
público, así como todas aquellas actividades necesarias para la adecuada prestación o 
funcionamiento de la obra o servicio por cuenta y riesgo del concesionario y bajo la 
vigilancia y control de la entidad concedente, a cambio de una remuneración que puede · 
consistir en derechos, tarifas, tasas, valorización, o en la participación que se le otorgue 
en la explotación del bien, o en una suma periódica, única o porcentual y, en general, en 
cualquier otra modalidad de contraprestación que las partes acuerden. 

5. Encaqros .iduciarios y fiduc:i11 púb/Ñ:a 

Las entidades estatales sólo podrán celebrar contratos de fiducia pl1blica, cuando así lo 
autorice la ley, la Asamblea Departamental o el Concejo Municipal, según el caso. 

Los encargos fiduciarios que celebren las entidades estatales con � sociedades 
fiduciarias autorizadas por la Superintendencia Bancaria, tendrán por objeto la administra­ 
ción o el manejo de los recursos vinculados a los contratos que tales entidades celebren. Lo 
anterior sin perjuicio de lo previsto en el numeral 20 del artículo 25 de esta Ley. 

P ARAGRAFO 2o. Las personas interesadas en celebrar contratos de concesión para la 
construcción de una obra péblíca, podrán presentar oferta en tal sentido a la respectiva 
entidad estatal en la que se incluirá, como mínimo, la descripción de la obra, su prefactibili­ 
dad técnica y financiera y la evaluación de su impacto ambiental. Preseptada la oferta, la 
entidad estatal destinataria de la misma la estudiará en el término máximo de tres (3) meses y 
si encuentra que el proyecto no es viable así se lo comunicará po• escrito al interesado. En 
caso contrario, expedirá una resolución mediante la cual ordenará la apertura de la licitación, 
previo cumplimiento de lo previsto en los numerales 2º y 3º del artículo 30 de esta Ley. 

Cuando además de la propuesta del oferente inicial, se presente como mínimo una 
propuesta alternativa, la entidad estatal dará cumplimiento al procedimiento de selección 
objetiva previsto en el citado artículo 30. 

Si dentro del plazo de Ja licitación no se presenta otra propuesta, la entidad estatal 
adjudicará el contrato al oferente inicial en el término señalado en el respectivo pliego, 
siempre que cumpla plenamente con los requisitos exigidos en el mismo. 

Los proponentes podrán presentar diversas posibilidades de asociación con otra u otras 
personas naturales o jurídicas cuyo concurso consideren indispensable para la cabal ejecu­ 
ción del contrato de concesión en sus diferentes aspectos. Para el efecto, indicarán con· 
precisión si pretenden organizarse como consorcio, unión temporal, sociedad o bajo cual­ 
quier otra modalidad de asociación que consideren conveniente. En estos casos deberán 
adjuntar a la propuesta un documento en el que los interesados expresen claramente su 
intención de formar parte de la asociación propuesta. AsI mismo, deberán presentar los 
documentos que acrediten los requisitos exigidos por la entidad estatal en el pliego de 
condiciones. 

Cuando se proponga constituir sociedades para los fines indicados en esto �o. el 
documento de intención consistirá en un promesa de contrato de sociedad cuyo perfecciona­ 
miento se sujetará a la condición de que el contrato se le adjudique. Una vez expedida la 
resolución de adjudicación y constituida en legal fonna la sociedad de que se trate, el contrato 
de concesión se celebrará con su representante legal. 

ARTICULO 33. De la concesi6n de los servicios y de las actividades de telecomunica­ 
ciones. Se entiende por actividad de telecomunicaciones el establecimiento de una red de 
telecomunicaciones. para uso particular y exclusivo. a fin de satisfacer necesidades privadas 
de telecomunicaciones, y sin conexión a las redes conmutadas del Estado o a otras redes 
privadas de telecomunicaciones. Para todos los efectos legales las actividades de telecomuni­ 
caciones se asimilan a servicios privados. 

Se entiende por servicios de telecomunicaciones aquellos que son prestados por 
personas jurídicas, pt1blicas o privadas, debidamente constituidas en Colombia, con o sin 
ánimo de lucro, con el fin de satisfacer necesidades específicas de telecomunicaciones a 
terreros, dentro del tenitorio nacional o en conexión con el exterior. 

Para efectos de la presente Ley, la clasificación de servicios pllblicos y de las 
actividades de telecomunicaciones será la establecida en el Decreto­ley 1900 de 1990 o en las 
demás normas que lo aclaren, modifiquen o deroguen. 

Los servicios y las actividades de telecomunicación serán prestados mediante concesión 
otorgada por contratación directa o a través de licencias por las entidades competentes, de 
acuerdo con lo dispuesto en el Decreto­ley 1900 de 1990 o en las nonnas que lo sustituyan 
modifiquen o adicionen. ' 
�­ calida�es �e las perso_nas naturales o jmfdi�, públicas o privadas, y los requisitos 

Y ��1ctones, juñdicos f técnicos, que deben cumplir los concesionarios de los servicios y 
�v1� � telecomuaícacieoes, senin los previstos en las nonnas y estatutos de telecomu­ 
mcac1ones Vigentes. · 

PARAGRAFO. Los procedimientos, contratos, modalidades de asociación y adjudica­ 
c_ió_n de servicios de telecomunicaciones de que trata la Ley 37 de 1993, continuarán 
ngaéndose f>O!" I� previsto e,:i �cha ley y en las disposiciones que la dcsmollen o complemen­ 
ten. Los servicios de televisién se concederán mediante contrato, de confonnidad con las 
nonnas legales y disposiciones especiales sobre la materia. 
. AR:TICULO 34. De_Ja concesión del servicio de telefonfa de larga c.istancia nacional e 
mtemaciona/. La concesión para la prestación de los servicios de telefonía básica fiia 

Los encargos fiduciarios y los contratos de fiducia pt1blica sólo podrán celebrarse por las 
entidades estatales con estricta sujeción a lo dispuesto en el presente estatuto, únicamente 
para objetos y con plazos precisamente determinados. En ningún caso las entidades públicas 
fideicomitentes podrán delegar en las sociedades fiduciarias la adjudicación de los contratos 
que se celebren en desarrollo del encargo o de la fiduci!l pública, ni pactar su remuneración 
con cargo a los rendimientos del fideicomiso, salvo que éstos se encuentren presupuestados. 

Los encargos fiduciarios y los contratos de fiducia mercantil que a la fecha de 
promulgación de esta Ley hayan sido suscritos por las entidades estatales, cootinuarán 
vigentes en los ténninos convenidos con las sociedades fiduciarias. 

La selección de la sociedad fiduciaria a contratar, sea p6blica o privada, se hará con 
rigurosa observancia del procedimiento de licitación o concurso previsto en esta Ley. 

Los actos y contratos que se realicen en desarrollo de un contrato de fiducia pl1blica o 
encargo fiduciario cumplirán estrictamente con las nonnas previstas en este estatuto, así 
como C9J1 las disposiciones fiscales, presupuestales, de interventoria y de control a las cuales 
esté sujeta la entidad estatal fideicomitente. 

Sin perjuicio de la inspección y vigilancia que sobre las sociedades fiduciarias corres­ 
. ponde ejen:er a la Superintendencia Bancaria y del control posterior que deben realizar la 
Contraloría General de la República y las ContralorCas Departamenlales, Distritales y 
Municipales sobre la administración de los recursos pt1blicos por tales sociedades, las 
entidades estatales ejerceran un control sobre la actuación de la sociedad fiduciaria en 
desarrollo de los encargos fiduciarios o contratos de fiducia, de acuerdo con la Constitución 
Política y las normas vigentes sobre la materia. . 

La fiducia que se autori7.a para el sector púbJico en esta Ley, nuil.ca implicará 
transferencia de dominio sobre bienes o recursos estatales, ni constituirá patrimonio autóno­ 
� del propio de la respectiva entidad oficial, sin perjuicio de las responsabilidades propias 
del ordemK!,or del gasto. A la fiducia pública la serán aplicables las normas del Código de 
Comercio sobre fiducia mercantil, en cuanto sean compatibles con lo dispuesto en esta Ley. 

So pena de nulidad no podrán celebrarse contratos de fiducia o subcontratos en 
contravención del artículo 355 de ]a Constitución Política. Si tal evento se diese, la entidad 

. fideicomitente deberá repetir contra Ja persona, natural o jurídica. adjudicataria del respecti­ 

. vo contrato. 
PARAGRAFO lo. Sin perjuicio de lo dispuesto en esla Ley sobre fiducia y encargo 

fiduciario, los contratos que celebren los establecimientos de crédito. las compañías de 
seguros y las demás entidades financieras de carácter estatal, que correspondan al giro 
ordinario de las actividades propias de su objeto social, no estarán sujetos a las disposiciones 
del presente estatuto y se regirán por las disposiciones legales y reglamentarias aplicables a 
dichas actividades. 
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coiunutada de Jarga distancia nacional e internacional. se otorgara confonoe a lo dispuesto 
por el Decreto 2122 de 1992. 

ARTICULO 35. De la radiodifusión sonon. Lo concesionarios de los servicios de 
radiodifusión sonora, podrán ser personas naturales o juridicas. cuya selección se han1 por eJ 
procedimiento objetivo previsto en esta ley, de acuerdo con las prioridades establecidas en el 
Plan General de Radiodifusión que expida el Gobierno Nacional. 

El servicio de radiodifusión sonora sólo podrá concederse a nacionales colombianos o a 
personas jurídicas debidamente constituidas en Colombia. 

En las licencias para la prestación del servicio de radiodifusión sonora, se entenderá 
incorporada la reserva de utilización de los canales de radiodifusión, al menos por dos (2) 
horas diarias, para realizar programas de educación a distancia o difusión de comunicaciones 
oficiosas de carácter judicial. 

P ARAGRAFO 1 o. El servicio comunitario de radiodifusión sonora, será considerado 
como actividad de telecomunicaciones y otorgado directamente mediante licencia, previo 
cumplimiento de los requisitos y condiciones jurídicas, sociales y técnicas que disponga el 
Gobierno Nacional. · 

PARAGRAFO 2o. En consonancia con lo dispuesto en el artículo 75 de la Constitu· 
ción Política, en los procedimientos relativos a la concesión de los servicios de radiodifusión 
sonora, la adjudicación se hará al proponente que no sea concesionario de tales servicios en la 
misma banda y en el mismo espacio geográfico en el que, confonne a los respectivos pliegos, 
vaya a funcionar la emisora. siempre que reúna los requisitos y condiciones jurídicas, 
económicas y técnicas exigidas. Cualquiera de los proponentes podrá denunciar ante la 
entidad concedente y ante las demás autoridades competentes, los hechos o acciones a través 
de los cuales se pretenda desconocer el espíritu de esta nonna. 

ARTICULO 36. De la dumción y prórroga de la conc:esi6n. El término de duración de 
las concesiones para la prestación de los servicios y actividades de telecomunicaciones, no 
podrá exceder de diez ( l O) años, prorrogable automáticamente por un lapso igual. Dentro del 
año siguiente a la prórroga automática, se procederá a la formalización de la concesión. 

PARAGRAFO. Los contratos vigentes para la prestación del servicio de radiodifusión 
sonora, quedan pronogados automáticamente por el término para el cual fueron otorgados, 
siempre y cuando no exceda el lapso de diez (10) años. 

ARTICULO 37. Del régimen de concesiones y licencias de los servicios postales. Los 
servicios postales comprenden la prestación de los servicios de correo y del servicio de 
mensajería especializada. 

Se entiende por servicio de correo la prestación de los servicios de giros postales y 
telegráficos, así como el recibo, clasificación y entrega de envíos de correspondencia y otros 
objetos postales, transponados vía superficie y aérea, dentro del territorio nacional. El 
servicio de correo internacional se prestará de acuerdo con los convenios y acuerdos 
internacionales suscritos con la Unión Postal Universal y los países miembros, 

Se entiende por servicio de mensajería especializada, la clase de servicio postal prestado 
con independencia a las redes postales oficiales del correo nacional e internacional, que exige 
la aplicación y adopción de características especiales para la .n:cepción, recolección y entrega 
personalizada de los objetos transportados, vía superficie y aérea, en el ámbito nacional y en 
conexión con el exterior. · 

El Gobierno Nacional reglamentará las calidades, condiciones y requisitos que deben 
reunir las personas natw'ales y jurídicas para la prestación de los servicios postales. Igual· 

· mente fijará los derechos, tasas y tarifas, que regularán las concesiones y licencias para la 
prestación de los servicios postales. 

PARAGRAFO lo. La prestación de los servicios de correos se concederá mediante 
contrato,. a través del procedimiento de selección objetiva de que trata la presente ley. 

La prestación del servicio de mensajería especiaJizada se concederá directamente· 
mediante licencia. 

PARAGRAFO 2o. El término de duración de las concesiones para la prestación de los 
servicios postales, no podrá exceder de cinco (5) años, pero podrá ser prorrogado antes de su 
vencimiento por igual rénnino. 

ARTICULO 38. Del régimen especial para las entidades estatales que prestan el 
servicio de telrµimunicaciones. Las entidades estatales que tengan por objeto la prestación 
de servicios y actividades de telecomunicaciones, en los contratos que celebren para la 
adquisición y suministro de equipos, construcción, instalación y mantenimiento de redes y de 
los sitios donde se ubiquen, no estarán sujetos a los procedimientos de selección previstos en 
esta ley. 

Los estatutos internos de estas entidades dete.nninarán las cláusulas excepcionales que 
podJán pactar en los contratos, de acuerdo con la natwaleza propia de cada uno de ellos, así 
como los procedimientos y las cuantías a los cuales deben sujetarse para su celebración. 

Los procedimientos que en cumplimiento de lo previsto en este artículo adopten las 
mencionadas entidades estatales. deberán desam>Uar los principios de selección objetiva, 
tranSparencia, economía y responsabilidad establecidos en esta ley. 

ARTICULO 39. De la fonna del contrato estatal. Los contratos que celebren las 
entidades estatales constarán por escrito y no requerirán ser elevados a escritura pública, con 
excepción de aquellos que unpliquen mutación del dominio o imposición de gravámenes y 
servidumbres sobre bienes inmuebles y, en general, aquellos que confonne a las normas 
legales vigentes deban cumplir con dicha f�idad. . . 

Las entidades estatales establecerán las medidas que demande la preservación, mmata­ 
bilidad y seguridad de los originales de los contratos estatales. 

PARAGRAFO. No habni lugar a la celebración de contrato con las formalidades plenas 
cuando se trate de contratos cuyos valores correspondan a los que a continuación se 
relacionan, determinados en función de los presupuestos anuales de las entidades a las que se 
aplica la presente ley, expresados en salarios mínimos le�es mens�. 

Para las entidades que tengan un presupuesto anual igual o s0:penor � 6.�.000 de 
salarios núnimos legales mensuales, cuando el valor del contrato sea igual o inferior a 2.500 
salarios mínimos legales mensuales; las que tengan_ un �upuesto anual igual.º su�or a 
4.000.000 de salarios núnimos legales mensuales e infenor a 6.000.000 de salarios númmos 
legales mensuales, cuando el valor del contrato sea igual o inferior a J .000 salarios mínimos 
legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual igual o superior a 2.000.000 de 
salarios mínimos legales mensuales e inferior a 4.000.000 de salarios mínimos legales 
mensuales, cuando el valor del contrato sea igual o inferior a 300 salarios núnimos legales 
mensuales; las que tengan un presupuesto anual igual o superior a 1.000.000 de salarios 
mínimos legales mensuales e inferior a 2.000.000 de salarios mínimos legales mensuales, 
cuando el valor del contrato sea igual o inferior a 50 salarios mínimos legales mensuales; las 
que tengan un presupuesto anual igual o superior a 500.000 e inferior a 1.000.000 de salarios 
mínimos legales mensuales, cuando el valor del contrato sea igual o inferior a 40 salarios 
mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual igual o superior a 250.000 e 
inferior a 500.000 salarios mínimos legales mensuales, cuando el valor del contrato sea igual· 
o inferior a 30 salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual igual 

o superior a 120.000 e inferior a 250.000 salarios mínimos legales mensuales, cuando el 
valor del contrato sea igual o i.nferit>r a 20 salarios mínimos legales mensuales y las que 
tengan un presupuesto anual inferior a 120.000 salarios mínimos legales mensuales, cuando 
el valor del contrato sea igual o inferior a IS salarios mínimos lezales mensuales. 

En estos cásos, � obras, trabajos, bienes o servicios objeto del contrato, deben ser 
ordenados previamente y por escrito pór el jefe o representante legal de la entidad, o por el 
funcionario en quien hubiese delegado la ordenación del gasto. 

ARTICULO 40. Del contenido del contrato estatal. Las estipulaciones de los contratos 
setm1 las que de acuerdo con las nonnas civiles, comerciales y las previstas en esta Ley, 
correspondan a su esencia y naturaleza. 

Las entidades podrán celebrar los contratos y acuerdos que pennitan la autonomía de la 
voluntad y requieran el cumplimiento de los fines estatales. 

En los contratos que celebren las entidades estatales podrán incluirse las modalidades, 
condiciones y, en general, las cláusulas o estipulaciones que las partes consideren necesarias 
y convenientes, siempre que no sean contrarias a la Constitución, la ley, el orden público y a 
los principios y finalidades de esta Ley y a los de la buena administración. · 

En los contratos de empréstito o cualquier otra fonna de financiación de organismos 
multilaterales, podrán incluirse las previsiones y particularidades contempladas en los 
reglamentos de tales entidades, que no sean contrarias a la Constitución o la ley. 

PARAGRAR>. En los contratos que celebren las.entidades estatales se podrá pactar el 
pago anticipado y la entrega de anticipos, pero su monto no podrá exceder del cincuenta por 
ciento (5096) del. valor del respectivo contrato. 

Los contratos no podrán adicionarse en más del cincuenta por ciento (5096) de su valor 
inicial, expresado éste en salarios mínimos legales mensuales. 

ARTICULO 41. Del perfeccionamiento del contrato. Los contratos del Estado se 
perfeccionan cuando se logre acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a 
escrito. 

Para la ejecución se requerirá la aprobación de la garantía y la existencia de las 
disponibilidades presupuestales correspondientes, salvo que se trate de la contratación con 
recursos de vigencias fiscales futuras de confonnidad con lo previsto en la ley orgánica del 
presupuesto. 

Los contratos estatales son intuito personae y, en consecuencia, una vez celebrados no 
podrán cederse sin previa autorizacién escrita de la entidad contratante. 

En caso de situaciones de urgencia manifiesta a que se refiere el artículo 42 de esta Ley 
que no permitan la suscripción de contrato escrito, se prescindirá de éste y aun del acuerdo 
acerca de la remuneración, no obstante deberá dejarse constancia escrita de la autoril.ación 
impartida por la entidad estatal contratante. 

A falta de acuerdo previo sobre la remuneración de que trata el inciso anterior, la 
contraprestación económica se acordara con posterioridad al inicio de la ejecución de lo 
contratado. Si no se lograre el acuerdo, la contraprestación será determinada por el justípre­ 
cio objetivo de la entidad u organismo respectivo que tenga el caricier de cuerpo consultivo 
del Gobierno y, a falta de éste, por un perito designado por las partes. 

PARAGRAFO lo. Para efectos de lo establecido en el presente artículo, la autoridad 
administrativa directamente realmm1 los ajustes o modificaciones presupuestales a que haya 
lugar de confonnidad con lo previsto en la ley orgánica del presupuesto. 

PARAGRAFO 2o. Para la gestión y celebración de todo contrato de empréstito 
externo y operaciones asimiladas a éstos por parte de las entidades del orden nacional y sus 
entidades descentralizadas, así como para el otorgamiento de la garantía de la Nación, se 
requerirá concepto previo y favorable del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Así 
mismo, se requerirá concepto previo de la Comisión Interparlamentaria de Crédito Público. 

Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará a las operaciones de crédito que dentro 
del giro ordinario de sus négocios, realicen aquellas entidades estatales organi7.adas como 
entidades bancarias, o que han sido autorizadas para operar como tales. 

Los contratos de empréstito interno de las entidades territoriales y de sus entidades 
descentralizadas, así como las operaciones asimiladas, continuarán rigiéndose por las 
disposiciones actualmente vigentes y por hls normas que las sustituyan, modifiquen o 
adicionen. 

PARAGRAFO 3o. Perfeccionado el contrato, se solicitará su publicación en el Diario 
Oficial por cuenta del conb"Btista, requisito que se entiende cumplido con el pago de los 
derechos correspondíemes, 

ARTICULO 42. De · la urgencia manifiesta. Existe urgencia manifiesta cuando la 
continuidad del servicio exige el suministro de bienes, o la prestación de servicios, o la 
ejecución de obras en el irunediato futuro; cuando se presenten situaciones relacionadas con 
los estados de excepción; cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas 
con hechos de calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre que demanden aemacío­ 
nes inmediaras y, en general, cuando se trale de situaciones similares que imposibiliten 
acudir a los procedimientos de selección o concurso públicos. 

La urgencia manifiesta se declarará medianle acto administrativo motivado. 
PARAGRAFO. Con el fin de atender las necesidades y los gastos propios de la 

urgencia manifiesta, se podrán hacer los traslados presupuestales internos que se requieran 
dentro del presupuesto del organismo o entidad estatal correspondiente. 

ARTICULO 43. Del conrml de la contratación de urgencia. Inmediatamente después 
de celebrados los contratos originados en la urgencia manifiesta, éstos y el acto administrati· 
vo que la declaró, junto con el expediente contentivo de los antecedentes administrativos, de 
la actuaci6n y de las pochas de los hechos, se enviará al funcionario u organismo que ejerza 
el control fiscal en la respectiva entidad, el cual debera pronunciarse dentro de los dos (2) 
meses siguientes sobre los hechos y circunstancias que determinaron tal declaración. Si fuere 
procedente, dicho funcionario u organismo solicitará al jefe inmediato del servidor público 
que celebró los referidos contratos o a la autoridad competente, según el caso, la iniciación de 
la correspondiente investigación disciplinaria y dispondrá el envío del asunto a los funciona­ 
rios competentes para el conocimiento de las otras acciones. El uso indebido de la contrata· 
ción de urgencia será causal de mala conducta. 

Lo previsto en este artículo se entenderá sin perjuicio de otros mecanismos de control 
que señale el reglamento para garantizar la adecuada y com:cra utili7.aci0n de la contnWICiOn 
de urgencia. 

IV. De la nulidad de los contratos 
ARTICUW 44. 't» las causales de nulidad absoluta. Los contratos del :Estado son 

absolutamente nulos en los casos previstos en el derecho comén y además cuando: 
l . Se celebren con personas incursas en causales de inhabilidad o incompatibilidad 

previstas en la Constitución y la ley; 
2. Se celebren contra expresa prohibición constitucional o legal. 
3. Se celebeen con abuso o desviación de poder. 
4. Se declaren nulos los actos administrativos en que se fundamenten. y 
5. Se hubieren celebrado con desconocimiento de los criterios previstos en el artículo 21 
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sobre tratamiento de ofertas nacionales y extranjeras o con violaCÍón de la reciprocidad de 
que trata esta Ley. 

ARTICULO 45. De la nulidad absoluta. La nulidad absoluta podn1 ser alegada por las 
partes, por el agente del ministerio público, por cualquier persona o declarada de oficio, y no 
es susceptible de saneamiento por ratificación. 

En los casos previstos en los numerales 1•, 2• y 4", del artículo anterior, el jefe o 
representante legal de la entidad respectiva deberá dar por terminado el contrato mediante 
acto administrativo debidamente motivado y ordenará su liquidación en el estado en que se 
encuentre. 

ARTICULO 46. De la nulidad relativa. Los dem vicios que se presenten en los 
contratos y que conforme al derecho común constituyen causales de nulidad relativa, pueden 
sanearse por ratificación expresa de los interesados o por el transcurso de dos (2) años 
contados a partir de la ocwrencia del hecho generador del vicio. 

ARTICULO 47. De la nulidad parcial. La nulidad de alguna o algunas cl4usulas de un 
contrato, no invalidará la totalidad del acto, salvo cuando éste no pudiese existir sin la parte 
viciada. 

ARTICULO 48. De los efectos de la nulidad. La declaración de nulidad de un contrato 
de ejecución sucesiva no impedirá el reconocimiento y pago de las prestaciones ejecutadas 
hasta el momento de la declaratoria. 

Habrá lugar al reconocimiento y pago de las prestaciones ejecutadas del contrato nulo 
por objeto o causa ilícita, cuando se probare que la entidad estatal se ha beneficiado y 
únicamente hasta el monto del beneficio que ésta hubiere obtenido. Se entenderá que la 
entidad estatal se ha beneficiado en cuanto las prestaciones cumplidas le hubieren servido 
para satisfacer un interés público. 

ARTICULO 49. Del saneanuento de los vicios de procedimiento o de forma. Ante la 
ocwrencia de vicios que no constituyan causales de nulidad y cuando las necesidades del 
servicio Jo exijan o las reglas de la buena administmción lo aconsejen, el jefe o representante 
legal de la entidad, en acto motivado, podrá sanear el correspondiente vicio. 

V. De la responsabilidad conlractua.l 
ARTICULO 50. De la responsabilidad de las entidades estatales. Las entidades 

responderán por las actuaciones, absteJiciones, hechos y omisiones antijuñdicos que les sean 
imputables y que causen perjuicios a sus contratistas. En tales casos deberán indemniz.ar la 
disminución patrimonial que se ocasione, la prolongación de la misma y la ganancia, 
beneficio o provecho dejados de percibir por el contratista. 

ARTICULO 51. De la responsabilidad de los servidores públicos. El servidor público 
responderá disciplinaria, civil y penalmente por sus acciones y omisiones en la actuación 
contractual en los términos de la Constitución y de la ley. 

ARTICULO 52. De la responsabilidad de los contratistas. Los contratistas res� 
civil y penalmente por sus acciones y omisiones en la actuación contractual en los ténninos 
de la ley. 

Los consorcios y uniones temporales responderán por las acciones y omisiones de sus 
integrantes, en los términos del artículo 7• de esta Ley. 

ARTICULO 53. De la responsabilidad de los consultores, interventores y asesores. Los 
consultores, interventores y asesores externos responderán civil y penalmente tanto por el 
cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de consultoría, interventoria o 
�. como por los hechos u omisiones que les fueren imputables y que causen daño o 
perjuicio a las entidades, derivados de la celebración y ejecución de·los contratos respecto de 
los cuales hayan ejercido o ejerzan las funciones de consultoña, interventoña o asesoría. 

ARTICULO 54. De la aa:i6n de repetici6n. En caso de condena a aqo de una entidad 
por hechos u omisiones imputables a título de dolo o culpa grave de un servidor público, la 
entidad, el ministerio público, cualquier penona u oficiosamente el juez competente, 
iniciarán la respectiva acción de repetición, siempre y cuando aquél no hubiere sido llamado 
en garantía de conf onnidad con las normas vigentes sobre la materia. 

ARTICULO 55. De la prescripción de las acciones de responsabilidad contractual. La 
acción civil derivada de las acciones y omisiones a que se refieren los artículos 50, 51, 52 y 
53 de esta Ley prescribirá en el tbmino de veinte (20) años, contados a partir de la ocurrencia 
de los mismos. La acción disciplinaria prescribirá en diez (10) años. La acción penal 
prescribirá en veinte (20) años. 

ARTICULO 56. De la responsabilidad penal de los particulares que intervienen en la 
contratación estatal. Para efectos penales, el contratista, el interventor, el consultor y el 
asesor se consideran particulares que cumplen funciones públicas en todo lo concerniente a la 
celebración, ejecución y liquidación de los contratos que celebren con las entidades estatales 
y, por lo tanto, e.'ltarán sujetos a la responsabilidad que en esa materia señala la ley para los 
servidores públicos. 

ARTICULO 57. De la infracción de las. nonnas de contrataci6n. El servidor público 
que realice alguna de las conductas tipificadas en los artículos 144, 145 y 146 del Código 
Penal, incwrirá en prisión de cuatro (4) a doce (12) años y en multa de veinte (20) a ciento 
cincuenta (150) salarios núnimos legales mensuales. 

ARTICULO 58. De las sanciones. Como consecuencia de las acciones u omisiones que 
se les impute en relación con su actuación contmctual, y sin perjuicio de las sanciones e 
inhabilidades señaladas en la Constitución Política, las personas a que se refiere este capítulo 
se harán acreedoras a: 

1. En caso de declaratoria de responsabilidad civil, al pago de las indemnizaciones en la 
fonna y cuantía que determine la autoridad judicial competente. 

2. En caso de declaratoria de responsabilidad disciplinaria, a la destitución. 
3. En caso de declaratoria de responsabilidad civil o penal y sin perjuicio de las 

sanciones disciplinarias, los servidores pilblicos quedarán inhabilitados para ejercer cargos 
ptíblicos y para proponer y celebrar contratos con las entidades estatales por diez (10) años 
contados a paJtir de la fecha de ejecutoria de la respectiva sentencia. A igual sanción estarán 
sometidos los particulares declarados responsables civil o penalmente. 

4. En los casos en que se hubiere proferido medida de aseguramiento en finne, o 
elevado pliego de cargos, la autoridad competente podra, con el propósito de salvaguardar la 
recta administración pllblica, suspender provisionalmente al servidor póblico imputado o 
sindicado hasta por el término de duración de la medida de aseguramiento o de la investiga­ 
ción disciplinaria. 

5. En el evento en que se hubiere proferido medida de aseguramiento en finne a un 
particular, por acciones u omisiones que se le imputen en relación con su actuación 
c.­oncn.ctual, se irúonnara de ud circunstancia a fa respectiva Cámara de Comercio que 
procederá de inmediato a inscribir dicha medida en el registro de proponentes. 

El jefe o representante legal de la entidad estatal que incumpla esta obligación, incurrirá 
en causal de mala conducta. 

6. En el evento en que se hubiere proferido medida de aseguramiento en finne al 
representante legal de WIB persona jlDÍdica de derecho privado, como consecuencia de 
hechos u omisiones que se le imputen en relación con su actuación contractual., aquala 

quedará inhabilitada para proponer y celebrar contratos con las entidades estatales por todo el 
término de duración de la medida de aseguramiento. Si se profiere sentencia condenatoria 
contra dicho representante legal, la persona jurídica quedará inhabilitada para proponer y 
celebrar contratos con las entidades estatales por diez ( l 0) años contados a partir de la fecha 
de ejecutoria de dicha sentencia. A igual sanción estará sometida la persona jurídica 
declarada civilmente responsable por razón de hechos u omisiones que se le imputen en 
relación con su actuación contractual. 

ARTICULO 59. Del contenido de los actos sancionatorios. La detenninación de la 
responsabilidad de que tratan los artículos anteriores la harán las autoridades competentes en 
providencia motivada en la que se precisarán los hechos que la generan, los motivos y 
circunstancias para la cuantificación de las indemnizaciones a que haya lugar y los elementos 
utilizados para la dosimetría sancionatoria. Asf mismo, en ella se señalarán los medios de 
impugnación y defensa que procedan contra tales actos, el téJmino que se disponga para ello 
y la autoridad ante quien deban intentarse. 

VI. De la liquidad6n de los contratos 
ARTICULO 60. De su ocurrencia y contenido. Los contratos de tracto sucesivo, 

aquellos cuya ejecución o cumplimiento se prolongue en el tiempo y los demés que lo 
requieran, serán objeto de liquidación de común acuerdo por las partes contratantes, 
procedimiento que se efectuará dentro del término fijado en el pliego de condiciones o 
ténninos de referencia o, en su defecto, a más taJdar antes del vencimiento de los cuatro ( 4) 
meses siguientes a la fmalii.ación del contrato o a la expedición del acto administrativo que 
ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga. 

También en esta etapa las partes acordarán los ajustes, revisiones y reconocimientos a 
que haya lugar. 

F.o el acta de liquidación constarán los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que 
llegaren las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse a paz y 
salvo. 

Para la liquidación se exigirá al contratista la extensión o ampliación, si es del caso, de 
la garantía del contrato a la estabilidad de la obra, a la calidad del bien o servicio 
suministrado, a la provisión de repuestos y accesorios, al pago de salarios, prestaciones e 
indemnizaciones, a la responsabilidad civil y, en general, para avalar las obligaciones que 
deba cumplir con posterioridad a la extinción del contrato. 

ARTICULO 61. De la liquidación rmilaleral. Si el contratista no se presenta a la 
liquidación o las partes no llegan a acuerdo sobre el contenido de la misma, será practicada 
directa y unilateralmente por la entidad y se adoptará por acto administrativo motivado 
susceptible del recurso de reposición. 

VII. Del control de la gestión motractual 
ARTICULO 62. De la intervención ckJ Ministerio Público. La Procurad.uña General de 

la Nación y los dem agentes del Ministerio Público, de oficio o a petición de cualquier 
persona, adelantarán las investigaciones sobre la observancia de los principios y fines de la 
�traración estatal y promoverán las acciones pertinentes tendientes a obtener las sanciones 
pecuniarias y disciplinarias para quienes quebranten tal nonnatividad. 

ARTICULO 63. De las visitas e informes. La Procuraduría adelantará visitas a las 
entidades estatales oficiosamente y ­con la periodicidad que demande la protección de los 
recursos póblicos y el imperio de la moralidad, legalidad y honestidad en la administración 
pública. 

Durante las vis.itas, cuya reelízaeíén se diwlgará ampliamente, se oirá a las asociacío­ 
nes gremiales y comunitarias �I lugar y se dará oportunidad a los administrados para que 
hagan las denuncias y presenten las quejas que a bien consideren. 

Las conclusiones de las visitas se dejarán en infonnes escritos que se pondrán en 
conocimiento de la comunidad respectiva y de ellos se correrá traslado a los jefes de las 
entidades y a quienes aparezcan implicados en la comisión de conductas antijurídicas. 

Copias de tales informes se enviarán a la Fiscalía General de la Nación o a la delegada 
respectiva para que éstas, si es del caso, den cumplimiento a la función de que trata el artículo 
siguiente. 

El visitador exigirá a los administrados identificarse y les advertirá de las consecuencias 
de la formulación de denuncias temerarias. 

ARTICULO 64. De la'participación de la Fiscalía General de la Nación. La Fiscalía 
General de la Nación, de oficio o por denuncia, investigará las conductas copstitutivas de 
hechos punibles en la actividad contractual y acusará a los presuntos infractores ante los 
jueces competentes. 

La F1SCalía General de la Nación creará unidades especializadas para la investigación y 
acusación de los hechos punibles que se cometan en ocasión de las actividades contractuales 
de que trata esta ley. 

ARTICULO 65. De la intervención de las autoridades que ejercen control fiscal. La 
intervención de las autoridades de control fiscal se ejercerá una vez agotados los trámites 
administrativos de legalización de los contratos. Igualmente se ejercerá control posterior a las 
cuentas correspondíenes a los pagos originados en los mismos, para verificar.que éstos se 
ajustaron a las disposiciones legales. 

Una vez liquidados o terminados los contratos, según el caso, la vigilancia fiscal 
incluirá un control financiero, de.gesnón y de resultados, fundados en la eficiencia, la 
economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
. El control previo administrativo de los contratos te corresponde a las oficinas de control 
mtemo. 

Las autoridades de control fiscal pueden exigir infonnes sobre su gestión contmctual a 
los servidores públicos de cualquier orden. 

ARTICULO 66. De la participación comunitaria. Todo contrato que celebren las 
entidades estatales, estará sujeto a la vigilancia y control ciudadano. 

Las asociaciones cívicas, comunitarias, de profesionales, benéficas o de utilidad 
común, podrán. denunciar ante las autoridades competentes las actuaciones hechos u 
omisiones de los servidores públicos o de los particulares, que constituyan delitos, contra­ 
venciones o faltas en materia de contratación estatal. 

Las �dades brindarán especial apoyq y colaboración a las personas y asociaciones 
que emprerulan c�pañas de control y �an.cia de � gestión pública contractual y 
�te swrurustrarán la documentación e infonnac::1ón que requieran para el cumpli­ 
miento de tales tareas. 

El Gobierno Nacional y los de las entidades fmitoriales establecerán sistemas y 
mecanismos de estúnulo de la vigilancia y control comunitario en la actividad contractual. 
orientados a recompensar dichas labores. . 

Las entidades estatales podrán contralar con las asociaciones de profesionales y 
.gremiales y con las universidades y centros especialil.ados de investigación, el­eslUdio y 
análisis de las gestiones contractuales realivvtas. · 
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ARTICULO 67. De la colaboraci6n de los cuapos consultivos del Gobierno. Los 
organismos o entidades gremiales, profesionales o universitarios que tengan el carácter de 
cuerpos consultivos del Gobierno prestaran la colaboración que en la actividad contractual 
requieran las entidades estatalec. · 

Así mismo, podrán servir de árbitros para­dirimir las discrepancias de naturalaa tá:nica 
que surjan en desarrollo del contrato o con ocasión de éste. 

vm. ne 1a solud6n de 1as cootroYeniu contractuales 
ARTICULO 68. De la utilu.ación de mecanismos de solucidn directa de l;u controw:r­ 

sias contractuales. Las entidades a que se refiere el artículo 2• del presente estatuto y los 
conttatistas buscarán solucionar en fonna ágil, rápida y directa las dif=ncias y discrepancias 
surgidas de la actividad conlractUa.l. 

Para tal efecto, al surgir las diferencias acudirán al empleo de los mecanismos..de 
solución de controversias contractuales previstos en esta ley y a la conciliación, amigable 
composición y transacción. 

PARAGRAR). Los actos administrativos conlractUa.les podrán ser revocados en 
cualquier tiempo, siempre que sobre ellos no haya recaído sentencia ejecutoriada. 

ARTICULO 69. De la improcedencia de prohibir la utilo.acidn de los mecanismos de 
soluci6n directa. Las autoridades no podrán establecer prohibiciones a la utiliz.ación de los 
mecanismos de solución directa de las controversias nacidas de los c:ontralDS estafales. 

Las entidades no prohibiran la estipulación de la cláusula compromisoria o la celebra­ 
ción de compromisos para dirimir las diferencias surgidas del contrato estatal. 

ARTICULO 70. De la cláusula compromisoria. En los contratos estateles podrá incluir­ 
se la cláusula compromisoria a fin de someter a la decisión de mbitros las distintas diferencias 
que puedan surgir por razón de la celebración del contrato y de su ejecución, desmrollo, 
lmninación o liquidación. 

FJ mbi.tramento sera en derecho. Los árbitros serán tres (3), a menos que las partes 
decidan acudir a un árbitro dnico. En las controversias de menor cuantía habrá un solo 
árbitro. 

La designación, requerimiento, constitución y funcionamiento del tribunal de arbitra­ 
mento se regirán por las normas vigentes sobre la materia. 

Los árbitros � ampliar el término de duración del Tribunal por la mitad cjel 
inicialmente acordado o legalmente establecido, si ello fuere necesario para la producción del 
laudo respectivo. 

En los contratos con personas extranjeras y en los que incluyan financiamiento a largo 
plazo, sistemas de pago mediante la explotación del objeto CODSlruido u operación de bienes 
para la prestación de un servicio público, podrá pactarse que las diferencias surgidas del 
contnlto sean sometidas a la decisión de un tribunal de arbitramento designado por un 
mganismo inremacional. . 

ARTICULO 71. Del compromiso. CUando en el contrato no se hubiere pactado 
cljusula compromisoria, cualquiera de las partes podrá solicitar a la otra la suscripción de un 
compromiso para la convocatoria de un Tribunal de Arbitramento a fm de resolver las 
diferencias presentadas por razón de la celebración del contrato y su ejecución, desarrollo, 
tenninación o liquidación. 

En el documento de compromiso que se suscriba se señalmn la materia objeto del 
aJbitramento, la designación de áJbitros, el lugar de funcionamiento del tribunal y la forma de 
proveer los costos del mismo. 

ARTICULO 72. Del recurso de anulacidn c:ontm el laudo r,rbitral. Contta el laudo 
arbitral procede el recurso de anulación. E.,te deber4 interponerse por escrito pme.nlado ante 
el Tribunal de Arbitramento dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación del laudo 
o de la providencia que lo corrija, aclare o complemente. . 

El recurso se smtirá ante la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Admirusb'ativo 
del Consejo de Estado. 

Son causales de anulación deJ laudo las siguientes: 
1. CUando sin fundamento legal no se decretaren pruebas oportunamente solicitadas, o 

se hayan dejll!ID de pl3ciicar las diligencias necesarias para evacuadas, siempre que tales 
omisiones tengan incidencia en la decisión y el interesado las hubm reclamado en la forma 
y tiempo debidos. 

2. Haberse fallado en conciencia debiendo ser en derecho, siempre que esta circunstan­ 
cia aparezca manifiesta en el laudo. 

3. Contener la parte resolutiva del laudo mores ari�s o disposiciones contradicto­ 
rias, siempre que se hayan alegado oportunamente ante el Tribunal de Arbitramento. 

4. Haber recaído el laudo sobre puntos no sujetos a la decisión de los mbitros o haberse 
concedido nw de lo pedido. 

S. No haberse dccididó sobre cuestiones sujetas· al arbitramento. 
El trámite y efectos del recurso se �girA por las disposiciones vigentes sobre la materia. 
ARTICULO 73. De la colaboración de las asociaciones de profesionales y de J;u 

clmaras de comercio. Podrá pactarse acudir a los centros de conciliación y mbitramento 
institucional de las asociaciones profesionales, gremiales y de las cámaras de comercio para 
que diriman las controversias swgidas del contrato. 
· ARTICULO 74. Del arbitramento o pericia técnicos. Las partes podrán pactar que las 
diferencias de carácter exclusivamente t6cnico se sometan al criterio de expertos designados 
directamente por ellas o que se sometan al parecer de un organismo consultivo del Gobierno, 
al de una asociación profesional o a un centro docente univenitario o de enseñanza superior. 
La decisión adoptada será definitiva. 

ARTICULO 75. Del juez competente. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 
an�ores, el juez compecente para conocer de las conttoversias derivadas de los contratos. 

estatales y de los procesos de ejecución o cumplimiento será el de la jurisdicción conrencioso­ 
administrativa. 

PARAGRAFO lo. Una vez practicadas las pruebas dentro del proceso, el juez citará a 
demandantes y demandados para que concurran peisonalment.e o por medio de apoderado a 
audiencia de conciliación. Dicha audiencia se sujetara a las reglas previstas en el artículo 1 O I 
del Cddigo de Procedimiento Civil y se procurará que se adeJant.e por intennedio de peISOnas 
diferentes de aquellas que intervinieron en la producción de los actos o en las situaciones que 
provocaron las discrepancias. 

PARAGRAFO 2o. En caso de condena en procesos originados en controversias 
contractuales, el juez, si encuentra la existencia de temeridad en la posición no conciliatoria 
de alguna de las partes, condenará a la misma o a los servidores p4blicos que intervinieron en 
las correspondientes conversaciones, a cancelar multas a favor del Tesoro Nacional de cinco 
(5) a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales. 

PARAGRAFO 3o. En los procesos derivados de controversias de naturaleza contrac­ 
mal se condenará en costas a cualquiera de las partes, siempre que se encuentre que se 
presentó la conducta del parágrafo anterior. 

IX. De las dlsposlciones varias 
ARTICULO 76. De los conll'lltoS de exploraci6n y eiplotaci6n de lmU'Sm naturales. 

Las nonnas especiales que regulan los contratos de exploración y explotación de recursos · 
naturales renovables y no renovables, se entenderán vi.gentes en todo aquello que no 
contravenga lo dispuesto en la presente ley. 

ARTICULO 77. De la nonnatividad apiicable en las actuaciones adminisl1'alivas. En 
cuanto sean compatibles con la finalidad y los principios de esta ley, las nonnas que rigen los 
procedimientos y actuaciones en la función administrativa, serán aplicables en las actuacio­ 
nes contractuales. A falta de éstas, regirán las disposiciones del Código de Procedimiento 
Civil. . 

Los actos administrativos que se produzcan con motivo u ocasión de la actividad 
contractual sólo serán susceptibles de recurso de reposición y del ejercicio de la acción 
contractual, de acuerdo con las reglas del Código Contencioso Administrativo. 

PARAGRAFO lo. El acto de adjudkación no tendrá recursos por la vía gubernativa. 
Este podrá impugnarse mediante el ejereicio de la acción de nulidad y restablecimiento del 
derecho. segtio las reglas del Código Contencioso Administrativo. 

P ARAGRAFO 2o... Para el ejercicio de las acciones contra los actos administrativos de 
la actividad contractual no es necesario demandar el contrato que los origina. 

ARTICULO 78. De los conll'lltoS, procedimientos y procesos en curso. Los conliatos, 
los procedimientos de selección y los procesos judiciales en curso a la fecha en que entre a 
regir la presente Ley, continuarán sujetos a las normas vigentes en el momento de su 
celebración o iniciación. 

ARTICULO 79. De la reglamentaci6n del registro de proponentes. El funcionamiento 
del �g1stro de proponentes en las cámaras de comercio, sera reglamentado por el Gobierno 
Nacional dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la presente Ley. 

ARTICULO 80. De la adecuaci6n de estalUtos. Dentro de los seis (6) meses siguientes 
a la fecha de promulgación de la presente Ley, las au� competentes adoptarml las 
medidas� para adecuar los estatutos de las entidades estalales a lo dispuesto en esta 
Ley. 

ARTICULO 81. De la derogatoria y de la vigencia. A partir de la vigencia de la 
presente Ley, quedan derogados el Decreto­ley 2248 de 1972; la Ley 19 de 1982; el 
�Iey222de 1983, cxcepciónhechadelosartfculos 108 a ll3;el �ley 591 de 
1991, excepción hecha de los artículos 2•, 8°, 9", 17 y 19; el Decreto­ley 1684 de 1991; las 
nonnas � �i� del � 700 de 1992, y los artículos 253 a 264 del Código 
Contencioso Administrativo; as1 como las demás nonnas que le sean contrarias. 

A partir de la promulgación de la presente Ley, entrarán a regir el parágrafo del artículo 
2"; el literal 1) del numeral 1 ª y el numeral 9" deJ artículo 24; las normas de este cstaWto 
relacionadas con el contrato de concesión; el numeral 8• del artículo 25; el nwneral s•, del 
artículo 32 sobre fiducia pública y encargo fÍduciario; y los artículos 33, 34, 35, 36, 37 y 38, 
sobre servicios y actividades de telecomunicaciones. 

Las demás �posiciones de la presente Ley, entrarán a regir a partir del 1 ª de enero de 
1994 � ��n ­� las n� sobre n:gislro, clasificación y calificación de proponentes, 
cuya vigencia se wciará un ano despu� de la promulgación de esta Ley. 

. PARAGRAFO lo. TRANSf!URIO. La presente Ley en� a regir en relación con la 
Sociedad de Acueducto, Alcantarillado y .AS6J de Barranquilla S.A., y pma todo lo que 
tenga que ver con la prestación del servicio de agua, alcantarillado y aseo, tres (3) años 
después de su promulgación. 

PARAGRAFO 2o. TRANSITORIO. A partir de la promulgación de la presente Ley 
el �bierno adelantará con la �boración de la Escuela Superior de Administraci� 
Pllbli�, F.sAP, y � las� �udades estata!es, así como de los organismos o entidades 
gremiales y {Jrofesaonales, actividades pedagógtcas y de divulgación del presente estaWto. 

El Presidente del honorable Senado de la República, 
1TfO EDMUNOO RUEDA GUARIN. 

El �tario General del honorable Senado de la República, 
PEDRO PUMAREIO VEGA. 

El Presidente de la honorable amara de Representantes, 
cmAR PERF2 GARCIA. 

El Secretario General de la honorable Ornara de Representantes, 
DIEGO VIVAS TAFUR. 
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